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“Los vicios de los hombres quedan grabados 
en bronce; sus virtudes se escriben en el agua” 

(Shakespeare, “Enrique VIII”) 

El denominado “conflicto” de derechos fundamentales es un tópico cada vez 
más frecuente en la jurisdicción constitucional chilena. En ocasiones, algunas 
de sus sentencias han provocado acaloradas discusiones. No han traspasado, 
sin embargo, el ámbito de la divulgación pública y masiva de sus expresiones, 
permaneciendo en la penumbra los aspectos de fundamentación y la consecuente 
precisión conceptual en la formulación de los bienes jurídicos en juego. 

Un verdadero paradigma de esta situación se deja ver en los ataques que, 
tanto por la prensa como a través de recursos internacionales, ha sufrido la Corte 
Suprema en ciertas decisiones de amparo del derecho al honor. A muchos les ha 
parecido que aquel tribunal ha procedido de manera arbitraria al impedir el 
ejerctcio de ciertos actos manifestativos de la libertad de expresión, por conside- 
rarlos lesivos a la integridad de otros derechos fundamentales. Vistas las cosas 
de un modo superficial, la posición de la Corte cobra tal apariencia. Es enten- 
dible, por ello, que en los dos casos en que el máximo tribunal ha resuelto 
proteger la honra de determinadas personas, diseñando -con niveles de argumen- 
tación diversos- un ámbito de ejercicio de las libertades públicas en las que se 
inserta una denostada “cerlsuru”, los afectados por la medida hayan apelado a 
los instrumentos de protección de las libertades públicas. La Constitución de 
1980, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los principios 
democráticos han aparecido confusamente en una disputa, que bien podria 
solucionarse a partir de una noción más clara de los derechos fundamentales en 
general. de la honra y la libertad de expresión en particular, y. finalmente, de la 
dimensión “conflictual” de los derechos. 

En este artículo nos propondremos trazar las líneas generales de esta solu- 
ción, acentuando la importancia del honor en cuanto bien jurídico de relevancia 
constitucional, especialmente en lo que se refiere a su fundamentación. Para una 
mejor comprensión del tema, expondremos la jurisprudencia constitucional que 
a este respecto se ha trazado en los últimos quince años. así como los sustantivos 
aportes de la doctrina constitucional comparada. 
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I ANTECEDENTES DOCTRINALES DEL DERECHO AL HONOR 

El desarrollo de los medios masivos de información y de las técnicas de 
publicidad provocó. a partir de la Segunda Guerra Mundial, un aumento vertigi- 
noso en las posibilidades materiales de dañar el conjunto de bienes que se prote- 
gen bajo los términos de “honor” y “vida privada”. Lo que antiguamente estaba 
disperso como “inviolabilidad de correspondencia” o “injuria”, cobra un signifi- 
cado unitario frente a nuevos tipos de amenaza y conculcación, repercutiendo 
positivamente cn las legislaciones de los Estados contemporáneos. 

La protección formal del derecho al honor <orno el de la vida- es, por ello, 
un fenómeno reciente. Su reconocimiento internacional puede ser fijado en 
1948, con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la 
183” Asamblea General de las Naciones Unidas, en donde se establece que 
“nadie puede ser objeto de irljerencias arbitrarias en SU vida privada, su fami- 
lia, SI< domicilio, o su correspondencia, ni de ataques a SU honor y  a SU repu- 
tariórr. Toda persona tiene derecho a lu protección de la ley contra tales 
iryerencias o urques” (Art. 12)‘. A partir de esta recepción internacional, co- 
mienza el proceso de constitucionalización del derecho al honor en la mayoría 
de los países europeos, así como su expansión legislativaZ. 

Sin embargo, aún hoy día el desarrollo doctrinario y jurisprudencia1 del 
honor parece estar retrasado y peregrina a tientas de su impulso normativo. Las 
necesidades sociales van exigiendo respuestas jurídicas sobre el tema, frente a 
una consistencia teórica aún no solidificada. Pese a la gran importancia que se 
está concediendo en Europa a la protección del honor, la fundamentación de su 
valor jurídico, la precisión de su naturaleza y la sistematización de sus diversos 
perfiles técnicos aún están en vías de desarrollo. 

1. I ) Concepto de horror 

La doctrina comparada ha configurado el honor jurídico de tres maneras 
distintas, las que han sido descritas como concepciones objetivas, subjetivas y  
normativas’. 

La concepción objetiva consiste en la reputación o valoración social de las 
diversas cualidades morales atribuidas a la persona. Técnicamente se distingue 
el “honor” de la “fama”, pues mientras el primero “está referido directamerlte al 
trato dado o recibido por los demás (“honorem habere”, “honorem tribuere”), 
la segunda es “el rumor, voz pública, renombre que está relacionado con el eco 
que la persorm produce en la opinión pública “4. 

La concepción subjetiva, por el contrario, ~610 toma en cuenta la propia 
consideración que el sujeto se tiene. El honor, en esta perspectiva, “es la valoru- 

Normas simulares contienen el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politices de las 
Nacionss Lhdas. la Convencifm Europa de Derechos Humanos y la Convención Americana dr 
Derechos Humanos. 51 bien que esta última parece dale al honor un sentido proteccionnl más 
restringido. de acuerdo a como ha sldo interpretado su Aflf. 13 N” 2. 

z Vid. L&w DIA/. E.. El derecho ui honor y el derecho o IU inrrmtdad. Jurq>rudencin ) 
doc meo. Dykinson, Madrid. 1996. p. 41. 

’ Seguimos en ato clasiticación a LOPEZ DIAZ, E , op. ci%, p. 50 SS. 
i Db, CASTRO, F.: Temus de Derecho CfrGi, Madrid, 1970, p, IB. CItado por López Díaz, E., 

CI,> cir.. p. 50. 
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ción que la persona hace de sí misma, de lo que se exige y  está dispuesto que le 
exijan”. Su esencia se sitúu “en lo que la persona piensa de sí rnisina (...) al 
marge,, de las reverewias. agasajos o trato que ie den o hayan de dar”5. 

En principio, se estima que ambas concepciones deber ser armonizadas. 
Ninguna de las dos por separado comprende en toda su extensión la totalidad de 
los elementos del bien jurídico que se pretende proteger. Como afirma López 
Díaz. “no es posible una concepción estrictamente objetiva del honor”, porque 
“eilo Ilevaría a negar la protección jurídica cuando el sujeto carece de repu- 
tación social, por 110 haber estimaciórl plíblica de /os valores del individuo o 

habiéndola cuando el ataque se hace en privado”. Y tampoco tiene mucho sen- 
tido un honor estrictamente subjetivo, pues “de nada serviría una persona con 
mu gra” autoestima si no es considerada y  resperada por los denxís’“6. 

En verdad, como ha señalado la jurisprudencia española’, no estamos más 
que frente a dos aspectos íntimamente ligados de un mismo derecho: la “irzma- 
tieucia” o “mismisidad”, representado por la estimación que cada persona hace 
de sí misma (aspecto subjetivo) y  la “trascendencia” o “exterioridacf’, represen- 
tado por la estimación que los demás hacen de nuestra dignidad (aspecto objetivo). 

Desde un punto de vista técnico-jurídico, el problema se produce cuando 
ambas facetas no coinciden. De ahí que se haya llegado a una tercera concep- 
tualización del honors, a fin de integrar los aspectos subjetivo y objetivo en una 
instancia previa que no los disgregue, sino que, por el contrario, permita su 
convergencia llena de sentido. El honor tendría, para esta concepción, un núcleo 
que se expresa subjetiva u objetivamente, pero que no puede ser reducido a 
ninguna de estas manifestaciones por radicar este derecho en la misma di- 
mension antropológica de la persona. Este parece ser, por lo demás, el camino 
seguido por las declaraciones internacionales de los derechos humanos, en la 
medida que vinculan el honora la dignidad del hombre. 

Se puede decir, en consecuencia, que el honor es un derecho fundamental, 
vinculado a la propia personalidad del individuo, y derivado de su dignidad9. Se 
reconoce, pues, en el principio de dignidad el fundamento inmediato de este 
derecho, así como de todos los derechos que conforman los llamados “bienes de 
la personalidad”‘“. 

’ ROWI \‘IIW. C. 61erie.c rle 1<1 perwnolrd~~d, derechos juru!amenroler ) lrbertuder piíbirm, 
Real Cole@ de Espalia. Elolon~a. 198s. p 157 

o L<il+ï Disï. E, o,> cir., p. 51. 
’ Vid.. por ejemplo, las sentencias del Tribunal Supremo de fechas 23 de marzo de 1987, 18 

de !nayo de 1994. 2.3 de marnz de 1993.31 de julio de 1992. 
R LOI+/ Diu, E., In denomina concepción “normativa” del honor, no sin cierta confusión. 

que no es del caso analizar acá, qx CII. pp. 53 y S4. 
9 En nuestro ámbito cultural, la docrtina española es la que más ha desarrollado el kvna. 

k/. C~I¿II I (1. M: Los liinrrer LI h liberiad dr ~rrrrcü en lo Cwvriru~ rdn eq>urioiu de 1978. PPV. 
Barslona, 1987. pp. 34 y SS: S~‘KWF/ A<ik%~, L Si.rrenrn Pr~litico de lu Consrrrución E.yaiolo. 
Ed Nacional. Madrid. 198 1. p. 106.; FFKNÁNI>~:/ SF(~ADO. F.: E/ S~rrenru Consr~tucionul E~/i’uño~, 
Ed. Dykinson, Madrid. 1992, pp. 217~s. 

l” En este plano hay que hacer una distinción en relacibn a la doctrina anglosajona. En los 
países latinoa, así como en Alemama. predomina el principio de dignidad como fundamento de 
este tipo de derechos. en Io? paí$es anglosajones. en cambio. se prefiere vincularlos al principio de 
lrbertad. lJr’ril FHOSINI, V: Et diritro ii//a rtren’ate.xa cwno dirim di irbertri, hlilana, 1985: 
H~.KWKO T~J~Ix)K. F.: Honor. irrrmdad y,m,xn imqen, Ed. Coda, Madrid, 1990. 1’ edición, p, 
34; Pkwï LIINO, A. Derer has Humnor, Estudo de Derecho y Constiruc~rin, Tecnos, Madrid, 
1984. p. 23 I Ltirw Diu. E., 0,x cit., p. 28. 
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1.2) Caracterizacick del horror 

A partir de la protección específica que el honor recibe en la legislación de 
diversos países europeos como consecuencia de su proyección constitucional. la 
doctrina ha ido señalando los distintos caracteres de este derecho, alguno de los 
cuales se señalan a continuación: 

i) Es iwaro. la persona lo posee por el solo hecho de ser tal. Aun cuando el 
honor pueda variar en intensidad a partir del mayor o menor acervo de 
valores morales con que un individuo va construyendo su vida, el sujeto mãs 
degradado y envilecido conserva un dmbito, a un modo de oasis, de digni- 

ii) 
dad que no es lícito profanar, ofender T lesionar”. 
Es irrdisponibk, pues no puede ser obleto de tráfico jurídico, aun cuando se 
acepten ciertos contratos comerciales sobre algunas de sus manifestaciones. 

iii) Es irrenunciable, al menos en la medida en que no se puede abdicar a las 
acciones de amparo de este derecho. 

Asimismo, se ha construido la noción de “intromisión ilegítima” para perfi- 
lar con relativa aproximación la categoría de actos que han de considerarse 
violatorios del derecho al honor. Un ejemplo claro de ello se encuentra en la 
noción amplísima de intromisión ilegítima aprobada por la legislación española. 
La ley de protección del honor l2 dispone en su artículo 7.7 lo que debe entender- 
se por tal: “iruputaciórl de hechos o manifestación de juicios de valor a través de 
acciorles o expresiones que de cualquier modo lesionen la dignidad de otra 
persona. merroscabando SU fama o aterltando contra SU propia estimación”‘3. 

La disposición citada protege por la vía civil los aspectos tanto subjetivos 
como objetivos del honor, incluyendo las figuras de difamación y de desmereci- 
miento en la consideración ajena. La norma también tiende a resaltar la impor- 
tancia de los “modos” en que se puede atentar contra el honor. No basta, en este 
contexto, como generalmente se cree, alegar gen6ricamente una mera inten- 
cionalidad de no injuriar al otro para deshacer la ilicitud de la intromisión: puede 
darse una información veraz, divulgarse una obra artística o manifestarse una 
idea, pero no se puede añadir o emplear algún tipo de expresión que formalmen- 
te atente contra los valores manifestativos de la dignidad personal’4. 

A este respecto, en el Ámbito penal comparado se ha descartado el carácter 
excluyente de la intención especifica de injuriar para configurar el delito contra 
el honor. La doctrina del Tribunal Supremo español, por ejemplo, es que el 
animus iniuriarldi se presume iuris kztzturn en todos aquellos casos en que la 
in,juria sea clara en la formalidad de sus expresiones; además dicho animus es 
compatible con otras intenciones, más o menos lícitas, como el animus narrandi, 
informandi, criticandi, defendendi, etc15. 

” Así lo dice gráticamente una sentencia del Tribunal Constitucional espailol; vid. STC 7 de 
diciembre de 1984. 

‘? Lev orebnica 111982 del 5 de mayo sobre “protección ciwl del derecho al honor, B 18 . - 
mtimldad personal y familiar y ala prop~ imagen”. 

” Arr 7.7 de la Lev Orgdmca Ii ya citada, modificado por Art. 4 de In Ley Orgánica 101 
1995 del 23 de noviembré. 

I-I L~IFF% CUF-KKA, J.L., “La libertad de mformación y el derecho al hedor”, Poder Judicial 
N” VI.. marzo. 1989, p. 29. LoPF,?’ DIA%, E., op. cl,, p. 97. 

” Vfd. L<>I’M DIAz. E., <II>. cir.. p. 102. 
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El Código Penal alemán (STGB), por su parte, tipifica en el parágrafo 186 la 
difamación (iible nachrede): Quien en relacidn a otra persona afirmare o 
difundiere un hecho iddneo para desprestigiarla, desacreditarla o desagradarla 
ante la opinión pública será, si el hecho no se probase como cierto, castigado. 
Ello busca “no solamente impedir que el autor manifieste mediante la afirma- 
ción o difusión de afìrmaciones de hechos injuriosos su propio menosprecio de 
la víctima. sino también, al mismo tiempo, combatir que el autor, de este modo, 
ponga a disposicidn de terceros las bases materiales para el menosprecio de la 
víctima u, de este modo, ponga en peligro de manera especialmente intensiva la 
posibilidad de este de vivir una vida acorde con su prestigio”‘6. 

1.3) Modelos de protección civil al honor 

En el derecho comparado, la vía civil se ha mostrado particularmente eficaz 
para amparar el honor”, sobre todo en los países en que los horizontes de la 
responsabilidad han variado, construyéndose un derecho de daños centrado en la 
prevenci6n, y en donde ~610 en un segundo momento aparece la reparación, y  en 
un sentido bastante más amplio que la simple compensación pecuniaria”. 

Cuando una copa de cristal se rompe en mil pedazos, poco o nada se puede 
hacer para volver a restaurarla. En tal sentido, lo que se busca con el moderno 
derecho de daños es hacer cesar de un modo total y efectivo la intromisión 
ilegítima al honor, y en lo posible, impedir la concreción de las amenazas. 

En algunas legislaciones europeas se han otorgado extensas facultades judi- 
ciales para decretar medidas de protección en armonía con la naturaleza de este 
bien jurídico, cuyo quiebre, como el de una copa de cristal, muchas veces se 
vuelve irreparable. 

La legislación española constituye un ejemplo ilustrativo. 
La Constitución de 1978, siguiendo a la Constitución portuguesa de 1976, 

dispone que se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y  familiar 
J a la propia imagen (art. 18. l), que la lev limitará el uso de la informatica para 
garantizar el honor (....) (AK 18.4), y que los derechos del art. 20 (libertad de 
expresión y de información) tienen su límite en el derecho al honor y  a k~ intimi- 
dad (Art. 20.4). En 1982 se dicta, como sabemos, una ley específica de protec- 
ción al honor, que entrega a los tribunales de justicia facultades de gran alcance 
para proteger este derecho. Es así como el art. 9.2 de la ley en comento dispone 
que “la tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesa- 
rias para poner fin a la intromisión ilegítima de que se trate y  restablecer al 
perjudicado en el pleno disfrute de sus derechos, así como para prevenir o 
impedir intromisiones ulteriores. Entre dichas medidas podrán incluirse las 
cautelares encaminadas al cese inmediato de la intromisidn ilegítima así como 
al reconocimiento del derecho a replicar, la difusión de la sentencia y  la conde- 
na a indemnizar los perjuicios causados”. 

ib RUDOI WI, H.J , “Systemarischer Kommentar Zum Strafgesetzbruch”. 1989, 4’ ed., Alfred 
Metzner, Frankfurt, Pargr. 18611. 

” Esto ha ocasionado un mcremento enorme en la defensa al honor en sede civil y 
consr~tucional. Vui. ESTKAIIA AI.OYSO, E : El derrcho ai honor en la Lzy Orpínica 1/82. Civitas, 
Madrid, 1989. p 19. 
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La doctrina y la jurisprudencia del país hispano han interpretado este artícu- 
lo en el sentido más amplio posible, lo que coincide con la intención del legisla- 
dor. De este modo, se ha entendido que las medidas de protección pueden decre- 
tarse de la siguiente forma19: 

i) como medidas cautelares que hagan cesar en forma inmediata la lesión 
al honor, v.gr. el secuestro de publicaciones y grabaciones; la retención, 
cierre o embargo de medios de comunicación; requerimiento de no emitir 
más el programa en cuestión, etc.*O. 

ii) como medidas represivas, con el objeto de restablecer de un modo eficaz el 
pleno elercicio de los derechos del afectado, como por ejemplo, el derecho 
de recti‘ticación y de réplica, difusión de la sentencia, o la condena a indem- 
nizar per.juicios. 

Los derechos de rectificación y de réplica?’ han sido bastante utIlizados en 
el país ibérico, por la rapidez con que los trlbunales suelen concederloz2. El me- 
dio de comunicación social tiene legalmente un plazo de tres días para publicar 
la rectificación. 

La publicación de la sentencia a costa del ofensor*’ en medios de difusión 
pública (revistas, periódicos, radios, incluso T.V.) también ha sido una medida 
muy frecuente, sobre todo para reparar el daño moral?‘. Es una de las más gra- 
vosas en términos económicos. por la amplitud con que en ocasiones se ha 
decretadaIs. 

Las condenas por indemnizaciún de perjuiciosz6 han tenido asimismo un 
crecimiento bastante importante’7. Entre otros factores, esto se debe a que los 
tribunales españoles, de acuerdo con la ley, han presumido el daño en donde se 
produce la intromisión ilegítima al honor, a la que, por su parte, no se le exigen 
normalmente elementos dolosos de culpabilidad, acercándose en ocasiones a un 
sistema de responsabilidad objetivaz8. Asimismo, a fin de determinar la cuantía 
del daño, se toma en cuenta no sólo lo que el lesionado ha perdido económica- 
mente o ha dejado de ganar, sino también los beneficios que la lesión le ha traído 
al ofensor, y los daños morales, tanto los propios como los indirectosz9. Esta he- 

L,hwmd de r.\,m.wi,r I rus l;,,;it~.~‘: liotzo~, mrrmdod ~‘rmqen, Edersa. Madrid. 1991, p 194; 
HWKI.I<O TU~IXIK F, Op. <,, 2’ edición, 1994. pp. 298 y 300. Su utiliwción representa. sin 
embargo, un gran obstkulo en la práctica por el monto de la fianza que es necesario deposm para 
hacerlns efemvaî; CFI., respeclo del secuestro de publicaciones, LOPU DÚA% E , q? ïit., p. 33. 

:’ El an 9.2 de la Ley 1182. ya citada. regula el derecho â réplica, mientras que para el 
derecho de ~wtificación se ha dictado una norma espeml: la Ley 0r:bnica 2l1984 del 26 de mayo 

? Cfr L~il’tï DI/,%. r>,> <Yt.. p. 34 
:’ Art 9.2 de la Ley 1/82 cil 
I4 Cfr. Lriwï DI.u E o,>. L’I,., p. 35. 
I’ Cfr ESTKAIIA Al ONSO. E.: Ei derer ho üi hnrwr PII lu Ley Or,qúnictr 1/82, op. CII. p. 188. 
Ih An. 9 2 de la Ley 1182 cif 
:’ Cfr ESTHAIIA Al.ohso, E.: El derer hn ul honor en In Le,v Or@ínica I/RZ. Madrid, Civitas, 

1989. D 19. 
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rramienta no ha estado exenta de abusos, por lo que se ha llegado a hablar de 
“rentabilidad de la utilización del honoro de la intimidad ajena”“. 

iii) Las medidas de protección también pueden dictarse con el carácter de pre- 

ventivas a fin de evitar o impedir posibles intromisiones. Se han decretado 
en este ámbito varios tipos de medidas, entre ellas la prohibición de editar y 
comercializar libros que contienen párrafos considerados injuriosos3’. 

Se puede ver que el modelo español de protección al honor consolida un 
sistema de responsabilidad bastante amplio, con posibilidades de extender la 
tutela del derecho contra los actos que amenacen su integridad. Las medidas que 
a este respecto pueden decretarse son también amplísimas, algunas de ellas 
desconocidas en nuestro país -la difusión pública de la sentencia a costa del 
ofensor. por ejemplo- e indican la importancia que se concede a inviolabilidad 
de este derecho. 

? EL PROBLEMA DE LA CENSURA 

Se ha discutido en nuestro país la constitucionalidad de las medidas jurisdic- 
cionales de carácter preventivo, cuando ellas recaen sobre ciertos actos sobre los 
que se invoca el ejercicio de la libertad de expresión. 

Esta postura, delineada a partir de los fallos de la Corte Suprema referentes 
a los casos “Martorell” y “La última tentación de Cristo”, se articula, en líneas 
generales, sobre la base de los siguientes argumentos: 

(i) En nuestro orden constitucional, el ejercicio de la libertad de expresión sólo 
puede ser controlada a traves de un régimen de responsabilidad ex post 
,fmto. Un control preventivo de esta clase de libertad ideológica constituye 
una c’ertvura previn, la que es inadmisible de acuerdo con el estatuto que 
a ella le reconoce el art. 19 N” 12 y con las disposiciones prohibitivas que 
aeste respecto establece el Art. 13 N” 2 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos3*. 

La ilicitud de la censura se extiende incluso a los casos excepcionales en que 
la Constitución lo autoriza (procesos de calificación cinematográfica), pues la 
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prohibici6n de la censura previa que contiene el Pacto de San José de Costa Rica 
es de carkter absoluto, y el Estado de Chile tiene la responsabilidad nacional e 
internacional de respetar los tratados de derechos humanos que haya suscrito y 
que se encuentren vigentes. 

(ii) La defensa de la democracia exige eliminar todo tipo de CEIISW~, pues el Es- 
tado no puede controlar la expresión de las ideas, ni elegir qué concepto de 
bien o de moral han de adoptar los ciudadanos. En consecuencia, las medi- 
das jurisdiccionales de control preventivo de la libertad de expresión, puesto 
que constituyen censura, deben declararse incompatibles con el pluralismo 
democrático y con el régimen de libertades públicas que este supone, como 
lo ha reconocido la Comisión Interamericana de Derechos Humanos3”. 

(iii) Conceptualmente la libertad de expresión es un derecho de carácter absolu- 
ro, y no puede generar ningún tipo de responsabilidad que no sea consecuen- 
cia del ejercicio integral de sus facultades. 

Quienes se han valido en el último tiempo de este tipo de argumentos, los 
han expuesto como si sus conclusiones fuesen indisputables, otorgándoseles una 
calidad veritativa que no tienen. En realidad, los reparos que pueden hacerse a 
tale5 razonamientos, o para ser precisos, a sus líneas doctrinales, no apuntan 
tanto a sus conclusiones cuanto a sus premisas. Estas, como veremos a continua- 
ción, no parecen ser consistentes: 

(i) La identificación de una medida judicial prevenfiva con el sistema de censu- 
ra previa es arbitraria, pues no existe razón alguna para atribuir las mismas 
notas especificantes a dos actos que formalmente son distintos: uno es de 
carácter jurisdiccional, protectivo y particular, otro de naturaleza polftica e 
ideolúgica, presupuestado sobre la base de un proyecto global de interven- 
ción por parte del Estado para impedir el ejercicio de una libertad discor- 
dante. 

A este propósito, afirma el Prof. Jose Luis Cea que la censura es “todo pro- 
cedimiento impeditivo que forma parte de una política estatal aplicada de atrte- 
MOHO por futlcionarios plíblicos en general -pueden ser funcionarios adminis- 
trativos, pueden ser jueces, o autoridades políticas. Todo procedimiewo 
impeditivo que forma parre de una política estatal aplicada de antemano por 
furxiotlarios r’igilantes (.,,) dirigida a que las ideas no lleguen libremente al 
público por morivos religiosos o políticos, a raíz de reputarse esas ideas peli- 
grosas para el control de la sociedad por los gobernantes o contrario a los 
iutereses de esIos”33. 

Recalcando la posibilidad que el ejercicio de la libertad de expresión pueda 
ser objeto de restricciones preventivas, el mismo autor afirma que la censura es 
“todo procedimierlto ilegítimo al ejercicio de la libertad de información. No 
todo impedimento a la libre expresión de ideas es constitutivo de censura”3s. 

” Vid. Informe (N” 11196) sobre “Caso Manorell” (Caso Il.230 de mayo de 1996 contra el 
Estado de Chile). 

” Cfr. 0~ EGANA, J L , Esrutufo Constiiucional de la Libertud de InJormución, en Revista 
de Derecho de la Universidad Católica del None, Sede Coquimbo. aAo 5, 1998. p, 25. 

‘5 Idem. 
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No vamos a entrar aquí a una especie de guerrilla de diccionarios para 
definir el término censura. Nos interesa más la realidad que se quiere significar 
con esta palabra, que su determinación puramente linguística. En este sentido, es 
manifiesta la utilización abusiva de este términoo si se tiene en cuenta que con él 
se engloban situaciones lo suficientemente distintas como para poder ser expre- 
sadas y precisadas a través de conceptos diferenciados. El porqué se utiliza en un 
sentido unívoco, lo que indica una significación equívoca, queda en el misterio. 
Lo que sí es claro es que aplicar indistintamente el término censura a dos situa- 
ciones diferentes, borrando cualquier referencia a una adecuada precisión, impli- 
ca extender mañosamente la carga emocional negativa de la palabra censura a 
hechos que en sí mismos no están vinculados a sus maleficios. 

Si se siguen con coherencia estas premisas habría que concluir, como afirma 
Cea, que “el Derecho Penal, por ejemplo, será una sucesiótl irtterminable de 
ceftsuras”36 ,,,. De ahí que sea imprescindible “definir la censura, pero también 
de clor-ificar muchas prohibiciorles o restricciones que son legítimas y no ijldi- 
cativas de cetwra Son parte del orden social respetuoso del prójimo y de la 
autoridad ~1 eso no es cerwwa”37. 

La identificación sin discernimiento entre censura y amparo preventivo no 

es, sin embargo, ~610 un problema de abuso del lenguaje que impide significar 
bien situaciones jurídicas diferentes. Al atribuir el carácter de cerrsura a cual- 
quier medida que impida el ejercicio de un acto proveniente de la libertad de 
expresión, se está suponiendo que esta puede ejercerse en cualquier dirección, 
como su titular decida, independiente de cualquier consideración de los bienes 
jurídicos ajenos. Este privilegio absolutista, que convierte a la libertad de expre- 
sión en algo sagrado en el mas fuerte sentido de la palabra, le otorga un privile- 
gio que no se le atribuye a ningún otro derecho, ni siquiera a la vida. Las razones 
de carácter jurídico que fundamenten esta sacralización -lo jurídico no se en- 
tiende sin alteridad ni reciprocidad- permanecen una vez más en el misterio, y si 
las hay no son, por cierto, fácilmente encuadrables en nuestro sistema constitu- 
ciona1j8. 

Al salir de la censura para entrar al régimen de juridicidad de la protección 
constitucional del art. 20 -aplicable tanto a las amenazas a la honra como a la 
libertad de expresión-, deja de tener base consistente el valor argumentativo de 
las conclusiones indicadas en el punto (i) aquí descrito. 

(ii) Si las medidas preventivas de protección constitucional no constituyen cen- 
sura, es decir, no expresan en último análisis arbitrariedad, sino protección 
contra la arbitrariedad, no se puede afirmar que el pluralismo democrático 
esté con ello en juego. Salvo que se postule una particular teorfa política que 
a priori se construya y se defina sohre el sustento exclusivo de una libertad 
sin parámetros, lo que es bastante discutible y discutido. De todos modos, y 
sin entrar al fondo del asunto, quien reivindique tal postura como un prirlci- 
pio defirlitorio de la democracia deberá concluir entonces que la mayor par- 
te de los países europeos por principio no son democráticos, pues, en mayor 

i6 Idem. 
" Idem. 
” Es lo qus fácilmente puede colegirse de los principios del zut. 1 de Ia Constitución. asl 

como de su s,stema garanrístico consagrado en los arts. 20 y 21. 
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o menor medida. han reconocido legal y jurisprudencialmente la posibilidad 
de impedir el ejercicio de la libertad de expresión cuando se atente grave- 
mente contra otros bienes jurídicos -la honra, o la buena reputación del 
culto religioso, por ejemplo-, como es el caso de España, Alemania, Fran- 
cia, Inglaterra, Austria o Italia. Lo mismo, como es de conocimiento públi- 
co, ha sido reconocido por la Corte Europea al aplicar la Convención Euro- 
pea de Derechos Humanos como respaldo jurídico para la prohibición de 
exhibición de películas consideradas blasfemas en Austria e Inglaterra. 

(iii)La conceptualización de la libertad como un derecho de carácter absoluto 
no acostumbra a ser precisada por sus autores. Tiene la enorme dificultad de 
que el titular de esa libertad es el hombre, y el hombre es una criatura, o lo 
que es lo mismo, es un ente limitado. Limitado a muchos títulos. y en el 
principal de ellos: limitado en su ser. 

La libertad considerada en abstracto puede ser objeto de una serie de predi- 
cados cuasi infinitos. Ello, sin embargo, tiene más sabor a teorización que senti- 
do de realidad. La libertad de un hombre es un atributo, no una hipóstasis, y es 
tan concreta -tan limitada- como concreto y limitado es el hombre. La fórmula 
abstracta e ilimitada “todos los ciudadanos tiene derecho a usar la plaza púhli- 
ca”, tiene en la práctica y en la concreción un enorme sentido de limitación y de 
a.justamiento con los derechos del otro, pues no se puede utilizar tal lugar por 
cuatro millones de ciudadanos a la vez, ni siquiera por mil de ellos, ni se pueden 
ocupar los mismos bancos a un mismo tiempo, ni cazar mariposas cuando por un 
micrófono se decide un concurso de baile. 

No se comprende bien, además, por qué se reivindica el carácter absoluto 
para la libertad de expresión y no para la libertad de conciencia, que, como ella, 
hace parte de la libertad ideológica. En realidad, si ambas fuesen absolutas se 
limitarían, como lo demuestra cualquier hipótesis de conflicto entre ellasa9. 

Por otro lado, tampoco se explica por que no puede ahusarse de la libertad 
de expresiún con un cierto grado de erxidud que permita la intervención de la 
jurisdicción con ciertas medidas de prevención. En la doctrina constitucional 
este es un principio que está presente en todo el sistema proteccional de los 
derechos, y del que no se comprende su falta de aplicación a este tipo de liher- 
tades. 

En definitiva, no se visualizan con claridad los argumentos que llevan a 
concluir que el ejercicio previo de la libertad de expresión es un “absoluto”. 
Para ello habría que considerarla veleidosamente como una especie de Moloch al 

“J En 21 Recurso dr Protección presentado por un grupo de abogados católicos en contra de Ia 
deasión del Consqo de Ghflcación Cinematográfica que autorizó la exhibición de la película “La 
úhn~a tentación de Cristo”, los vx”~rente~ mvoca~on ia “hbenad de conciencia”. La Corte de 

AF&ClO”eS de Santiago, en sentencra del 20 de enero de 1997. confirmada por la Corte Suprema. 
rst~mó que "no BP rrpre~tri de ylié tr~meì~i podriii el wfo odministr-ünw impugnudo menoscubor lri 
irher11rd de < OII(.IPlil~ill" (considerando 12). La posición de la Corte es a mi juicio errónea. al 
considerar las relaciones que se desprenden de la hbenad de conciencia de un modo ~610 activo 

pilo no pasiva. Pan una l’ormulac~ún de este t,po de libertad en todos sus aspectos, vid. 13 
Lkir~r~rt~rh robre Iri elinrinocwin de rodé /UT fornus de rntolermrta y di.wnnunacidn jund<rdus 
PII lo relrgrtkr o los LOIII I( CI~IICS, aprobada poc las \aciones Unidas el 25 de noviembre de 198 1, y 
el informe WCN.411987/35 del Relator Espeaal de la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naaones Unidas. Sr. Angelo Vidal de Almeida Rlbeiro. 
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que todo se debe sacrificar, sin ninguna referencia ala noción de bien, de respeto 
u obligación. A este propósito, afirma la Corte Suprema que “los derechos refe- 
ridos (libertad de opinión e información) no son absolutos, estos llevan implícito 
un deber, correspondiendo al ser humano usarlos para su propio desarrollo 
personal y  para el progreso social, pero en caso alguno para atropellar los 
derechos o libertades de otras personas, lo que importa que el titular de cada 
derecho deba ejercer el suyo de una manera legítima, aceptando que su vigencia 
está limitada por la de otro u otros derechos”40. 

3 DESARROLLO DEL HONOR EU LA CONSTITUCION DE 1980 

En Chile, es en la Constitución de 1980 donde aparece protegido por prime- 
ra vez, y dc una manera directa, el derecho al honor, al reconocérsele formal- 
mente4’ su stutus de derecho fundamental”?. 

Los motivos de su consagración por el constituyente son similares a las 
consideradas en otras legislaciones.“...Se trata, decía el comisionado Guzmán, 
de incorporar en la Constitución valores que si bien pueden haber estado implí- 
citos en e/ espíritu del constituyente, por no haberse explicitados, han sido de 
hecho atropellados en forma mús que frecuente en los últimos tienlpos”“3. 

El honor tiene su raíz en la dignidad humana, y se va configurando de una 
manera gradual de acuerdo a los méritos y virtudes de cada persona, según se 
dejó constancia en actas”. 

Pero es menester hacer aquí una precisión importante. Las vías de la protec- 
ción constitucional están abiertas sólo para una forma de honor, que el texto 
fundamental ha denominado “honra”. Siguiendo lo señalado en las actas de 
nuestra Carta Magna, la doctrina distingue entre honor subjetivo y objetivo. El 
primer aspecto estaría relacionado con el conjunto de juicios y sentimientos que 
formamos sobre nosotros mismos, y  se define como la “estimación de si mis- 
mo”“, la “autoestima o consideración que toda persona que se aprecie natural- 
mente siente de sí”16, el “sentimiento de nuestra propia dignidad moral nacido 
de la conciencia de nuestras virtudes, de nuestros méritos”47. El aspecto objeti- 

4’ Cfr. Actas Oficiales de ta Comisión de Esrudto de la Nueva Constitución, sesión 129”. p. 6. 
u Cfr. Actas Ofwales de la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, sesión 129”. p. 8. 
J5 Cfr Cks E.. José LUIS, El derer~ho corrsrrracionol o IU inrrmidad. en Gaceta Jurídica 

N” 194. 1994. p. 28 
“l Cfr. CFA E.. J. L , Derecho <onsr~ro~~ionul u lo rnnmidod y (i la honru, en Rewsta de 

Derecho. de la Escuela de Derecho de la Universidad Católica del None (Coquimbo), Alio 5, 
1998, p. 35 

” Cfr. V~HI>U(IO M.. hl. y Pktvten LI.. E , Tnrrudo de Deret,ho Conrlirucronrrl. Editorial 
Jurídica de Chile, Santinga Tomo 1, p. 245. 
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VO, por su parte, se referiría a lo que genéricamente se denomina buen nombre o 
buena fama, es decir, el conjunto de juicios y sentimientos que los otros se 
forman de nosotros. Se define como la “reputación, fama o prestigio de que una 
persona goza ante los demás”4a, la “apreciacidn y  estimación que hacen los de- 
más de tzuestrus cualidades morales y  de nuestro valor social”49. 

Sólo la dimensión objetiva del honor corresponde entonces al bien jutídi- 
co “hotrra”, amparado de una manera específica por el Art. 19 N” 4 y 20 de la 
Constitución. El honor subjetivo, en tanto, queda sujeto en su caso a la tutela 
penalso, Cía que en relación con los bienes jurídicos de esta naturaleza se mues- 
tra cada vez más ineficaz en el derecho comparado5t. 

Salvo algunas excepciones, el derecho al honor no ha sido desarrollado por 
la doctrina chilena en proporción a su cada vez más frecuente invocación en la 
práctica jurídica y a sus exigencias de fundamentación. Contrasta con ello, el 
enorme desenvolvimiento que este derecho ha tenido en la doctrina comparada, 
particularmente europea, que trata ampliamente acerca de sus características, de 
sus titulares, de la tipificaci6n de la lesión o intromisión ilegítima, de los sujetos 
activos del agravio, de las medidas más adecuadas para su protección. 

Entre nosotros, Novoa Monreal conceptualizó el derecho al honor, acentuan- 
do la armonía de sus aspectos subjetivos y objetivos. En un estudio pionero en el 
gknero, afirma que “todo ser humano tiene derecho a ser tratado de manera 
compatible con su dignidad, la cual tiene una manifestación directa y  clara en 
la estimaciórr que él sirrlte por sí mismo (honor subjetivo) y  que espera de los 
demás (honor objetivo)“2. Rafael Fontecilla, por su parte, resaltó en su Bpoca la 
proyección del honor más allá de la muerte de su titular, lo que parece ser hoy 
un lugar común en la doctrina comparadas3. Otros autores expusieron acerca del 
carácter personalísimo de estos derechoss4. 

En el último tiempo, Cea Egaña ha contextualizado el honor en los bienes de 
la personalidad, derechos fundamentales enraizados de una manera inmediata en 
la dignidad humanass. Para este autor, el honor es un derecho personalísimo o de 
patrimonio moral, cuya importancia radica en su directa dependencia de la digni- 
dad, concebida como el primordial horizonte de significado de todos los dere- 
chos que puedan ser atribuidos al ser humano. La dignidad erige “a In persorla 
e,r WI depósito múximo o supremo de valores que integran su espiritu y  materia. 

Jn Cfr. CFA E., J. 1. El derecho rotmrirucwnni ü lo rnrimdad, en Gaceta Juridica N” 194. 
1994, p. 28. 

49 Cfr. VkKI>L<ìO. Mario y otros; o/I et., p. 245. 
‘I’ Cfr. CM E . J L.. Corrstir~iiín de 19X0, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1988, P. 102. 

” FOVT~CII.I A. R.; Lu rrrrela prídiw del Honoren Revista Chilena de Derecho y 
Jurisprudencia. T. LIX, 1962. 1’ parte, p. XXI. 

” Dr~iw;ut/ A., Ramón y DI~.~~NGU~Z B., Ramón. lar wmidumbres a las que obhgu la 
G~~uier~r, en Rwsta de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Concepción. No 144, 
1968. pp. 29% 

‘< Vid. COA E.. José Luis. Vidu públicu, vido privada y derecho o la ufnrmocldn: ucerco del 
.se(‘~?i<> ? su revensr>. en Revista de Derecho de la Escuela de Derecho de la Universidad Austral, 
III, N”I I y 2. 1992; El der-echo ìonnrrrucionul a la infimidud, en Gaceta Jurídica N” 194, 1994. pp. 
27-34: Dere<ho Co~i.wrtuciorinl u /u r>m>nrdnd y o la honra, en Revista de Derecho de la Escuela de 
Daecho de la Universidad Católica del Norte, sede Coquimbo. Aflo 5, 1998, pp. 29.44. 
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Es sobre esa base que después son proclamados los derechos y  deberes innatos 
dei hombre. Quebrantar la dignidad, es, por ende, lesionar en su esencia aque- 
Ilos derechos. (...) En la dignidad del sujeto se halla la explicación y  justifica- 
ciórl del recotlocimiento y  promocidn de los derechos humanos, comenzando por 
los personalísimos o nucleares. como la vida, integn’dad, honor, imagen pro- 
pia”‘6. La dignidad constituye, por tanto, un “mínimun invulnerable que todo 
estamto jurídico debe asegurar”. el “punto de arranque para la existencia, es- 
pecificaciórl y  \‘igencia de los demás derechoPs7. 

De lo anterior se deduce la necesidad de respetar en todos sus aspectos el 
honor. Este, en cuanto es un elemento manifestativo de la dignidad del hombre y 
configurativo de su personalidad, no puede ser sometido a conculcaciones, sin 
dejar de afectar, en mayor o menor medida, la propia identidad’*. 

4 DELIMITACION DEL DERECHO AL HONOR 
EN LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL 

Coincidiendo con la doctrina, la Corte Suprema ha reconocido en el honor 
las siguientes notas: 

a) En cuanto a SU definición: (i) es un derecho de naturaleza inmaterials9; (ii) es 
un derecho de la personalidad o de patrimonio mora160, y (iii) es un derecho 
fundamenta16’. 

b) En cuanto a su fundamento: (i) es una proyección de la dignidad del ser hu- 
mano6?. 

c) En cuanto a sus propiedades: (i) no tiene un carácter exclusivamente indivi- 
dual sino también social, pues su vinculación con el bien común es tan 
inmediata, que la sociedad se organiza para defenderlo, ya que de este géne- 
ro de bienes depende la convivencia asociativa 63; (ii) en su régimen garantis- 
tico, goza de una mayor amplitud que la tutela penal tanto en la extensión 
del bien jurídico protegido como en la manera en que contra él se puede 
configurar el ilícito64. 

% Cfr. El derecho ~vnrrirur ronal u la inrimidod. en Gaceta Jurídica N” 194, 1994. pp, 27.28. 

r7 Idem, p. 21. 

Jh Idem, p. 28. 

w Rewta de Derecho y Jurisprudencia (RDJ en adelante), Tomo LXXXV, No 3, Secc. V, 
1988. p. 252. 

” C.S.. Rol 21.053 de 1993, RPM, N” 415. junio, 1993, p. 347. Relacionado con este punto, 
t’id. BhllTtl FM RFWTTO, R., Reomocrmren~o y proteccidn consrrtuciomi de los derechos 
indiiTdunle.7 y irberiudrs /“íblicos. en Revista de Derecho Público, N” 55.56, 1994. 

hl C.S., RFM, N” 288. noviembre, 1982, p. 493. 
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A) Horror objetivo y  subjetivo 

La Corte Suprema ha mantenido la distinción (y mutua exclusión para efec- 
tos constitucionales) entre honor subjetivo y objetivo. El primero “es el aprecio 
que cada uno sierfte por sí mismo”, _ v el segundo “la reputación o buena fama 
que los terceros tierlen de uno”, amparándose sólo el Gltimo aspecto “pues el 
primero queda err el fUero interno del sujeto, mientras el segundo forma parte de 
/a corrviverlcia social y  esta es la que regula el Derecho65. 

Sin embargo, como se expuso anteriormente, esta distinción entre honor 
oh,jctico y subjetivo no es satisfactoria; su alcance se diluye gradualmente a la 
hora en que el tribunal se re en la necesidad de conocer y decidir la tutela del 
honor en su realidad existencial, en la que aparecen inseparables ambos ele- 
mentos. 

Se podría objetar que los extremos parecen ser claros, al menos en ciertos 
géneros de actividad. Una distancia enorme separa, por ejemplo, la ofensa profe- 
rida en la soledad de cuatro paredes de la injuria difundida por medio de las 
modernas técnicas de expansión publicitaria. Nuestros tribunales han afirmado 
qur “t10 existietido w~a actuación de trascendencia pública, que afecte ante la 
opiriiúrl piíb/ica el buerl rlombre, la fama o la moralidad del recurrente, 120 se 
cotltrai,ietle el derecho a la honra que le reconoce la Carta Fut~damentul”bb. 

Es claro que el carácter absolutamente no divulgativo de una ofensa permite 
establecer una frontera precisa entre lo público y lo privado. Pero no es lo 
mismo “publico” que “objetivo”. sus términos no son equivalentes. Por ello, no 
toda ofensa privada nos sitúa necesariamente en el ámbito del honor subjetivo. 
En este sentido, la publicidad es, por su naturaleza, el medio por el que se puede 
reconocer sin discusión que estamos frente a la esfera objetiva del honor. Pero 
no es el único medio, ni tampoco es un elemento necesario para la configuración 
de aquel. La publicidad especifica la difamación, pero no todo género de honor 
objetivo. Este dice relación con la valoración social de la dignidad, del mérito o 
la virtud, no con los eventuales medios a través de los cuales se llega a formar. 

Inversamente, no se han de desestimar siempre los aspectos privados para 
configurar el honor objetivo, pues aquellos tienen a veces una influencia mani- 
fiestamente definitoria en él. Esto explica que nuestros tribunales hayan apelado 
en algunas oportunidades a elementos subjetivos para diseñar la honra, como se 
viene repitiendo en los casos de ataques al honor profesional. A este propósito la 
Corte ha afirmado que “la honra según el Diccionario de la Lengua Española es, 
en su segunda acepción, “la buena opinión y  fama adquirida por la virtud y  el 
mérito“. De ello se sigue que la howa depende de cada cual. Son las virtudes y  
méritos exhibidos erl WI determinado actuar -en este caso en el ejercicio profe- 
sionul- lo que cot2struye la “hotlra” de cada profesional. Como lógica secuela 
de este perrsar, dicho atributo se pierde o al menos se deteriora, si en un 
determinado proceder 110 se emplean la virtud y  mérito que las exigewias de un 
grupo social pide o atribuye a un sector de profesionales”67. La proyección del 
honor profesional al estatuto disciplinario de las FF.AA. es otro tópico donde lo 

n’ C.S.. RFM..~~4l5.,unio. 1993.~ 347. 
“’ RDJ, T. LXXXIX, K” 1, Secc V, 1992, p. 92 En el mismo sentido C.S.. RDJ, T. 85. 

Secc V. 1988. p 283. 
h7 C.S., Gaceta Jurídm (G J. en adelante), N” 182, 1995. p, 59. 
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sub.jetivo y lo objetivo se conjugan inseparablemente, pero que, por razones de 
espacio, no trataremos acá. 

Como se ve, se pueden separar y excluir teóricamente ambos elementos, 
pero en la práctica hay situaciones en que el grado de influencia recíproco hace 
tan tenues sus fronteras que no es posible determinar con precisión a qué lado de 
ellas se encuentra el caso sub lite. para efectos de conceder el amparo constitu- 
cional. De ahí que la diferenciación tan tajante entre el honor objetivo y subje- 
tivo para efectos de su protección constitucional no parezca satisfactoria. NO 
facilita la labor ,jurisdiccional, ni vela por la unidad del bien jurídico que preten- 
de garantizar. Quizás de un primer intento del constituyente por distinguir entre 
lo subjetivo y lo ob,jetivo del honor, se ha llegado ha sustentar su total separa- 
ción, en virtud de la insistencia interpretativa de la doctrina y de la jurispruden- 
cia. Se trata así disyuntivamente a elementos que configuran un bien jurídico de 
una manera conjuntiva y complementaria. 

B) Srrjetor activos del derecho nl honor 

b. 1) Personas naturales 

Nuestra jurisprudencia ha reconocido, en general, como sujetos activos de 
la honra a las personas naturales (con o sin proyección pública). Su evidencia, 
tanto desde un punto de vista teórico como dogmático jurídico, nos excusa de SU 
tratamiento. 

b.2) Colectividades 

Se ha aceptado también a las colectividades como titulares del derecho en 
comento, lo que parece ser pacífico en la doctrina comparada. 

El problema que en este ámbito se plantea no es si una etnia, grupo o 
asociación ha de ser sujeto pasivo de un agravio; es obvio que sí. Lo que hay 
que resolver es si alguno de sus miembros puede, en cuanto se siente ofendido, 
invocar la tutela jurisdiccional de la colectividad atacada en cuanto tal. 

La respuesta que en la doctrina y jurtsprudencia comparada se ha dado, es 
que la ofensa directa al colectivo habilita a cualquiera de sus miembros a im- 
petrar medidas de amparo, siempre que aquella trascienda a estos, en virtud de 
los vínculos asociativos (de identificación, afecto, etc.). De esta manera. el ata- 
que que afecta de un modo directo el honor de una colectividad, afecta también, 
según el caso, de un modo indirecto a sus miembros, desde que esta tenga una 
mínima cohesión68. 

Nuestra jurisprudencia ha aceptado este modelo argumental. En el fallo 
sobre “La últ.ima tentación de Cristo”, afirma que “Jesucristo vivi hace dos mil 
atios y  murió crucificado, )’ aunque este tribunal prescinde del hecho de su 
Resurreccióll, cuya acepta& es materia de fe, debe admitir que el agravio a 
su honra repercute o trasciende en la honra de los propios recurrentes, ligado 
eserlcialmente a su digrlidad de personas, ya que esta implica, entre otros atri- 
butos, la capacidad de determirrarse conforme a valores y  creetv&zs”6q. 
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b.3) Personas jurídicas 

En discordancia con lo establecido en las actas constitucionales70, en gene- 
ral, nuestra jurisprudencia no ha reconocido a las personas jurídicas como titula- 
res del derecho al honor. En un fallo reciente, se ha afirmado que “los hechos no 
han podido privar, perturbar o amenazar el legítimo ejercicio de la garantía 
establecida eu el N” 4 del Art. 19 de la Constitución, desde que se trata de una 
persona jurídica. siendo la honra un derecho que sólo tienen las personas natu- 
rales”“. 

Como se sabe, en doctrina se discute mucho si una persona jurídica pue- 
de ser sujeto activo del honor. Para unos, el obstáculo estaría dado por el ca- 
rkter personal e individualista que ostentan este tipo de bienes jurídicos, en 
la formulación de las declaraciones internacionales de derechos humanos y en 
alguna de sus recepciones constitucionales, lo que sería incompatible con la 
naturaleza de las personas jurídicas72. Para otros’j, el honor puede ser atti- 
buido a la persona jurídica, por la vinculación recíproca que existe entre el 
honor individual y la buena reputación colectiva de un ente jurídico; y por- 
que hay un lazo esencial entre tal reputación y el logro de los fines sociales, 
que permite concebir al honor como un bien inmaterial de esta clase de enti- 
dades’“. 

b.4) Personas fallecidas 

Respecto de las personas fallecidas, no hemos encontrado en el último tiem- 
po pronunciamientos de nuestros tribunales por la vía del recurso de protección. 
A este respecto, se ha dicho que el ttkmino “familia” expresado en el art. 19 N” 4 
de la Constitución cubre a las personas fallecidas’“. Aunque los derechos de la 
personalidad terminan con la muerte del titular, la solidaridad moral que ha 
existido entre personas que estuvieron íntimamente vinculadas, permite que la 
deshonra de un muerto afecte la reputación de los vivos76. 

i” Sesión 236’. pp. 8 y 12. 
í’ C.S., CJ.. N” 204, 1997, p. 61; owo fallo reciente en este sentido, C.S. GJ. N” 168, 1994. 

pp. 57% En sentencia C S., RDJ, Tomo LXXXV. N” 3, Secc. V, p. 252, se habla que la sociedad 
“como persona jurídica” es titular del derecho a la honra, pero parece referirse a esta como entidad 
moml y no formalmente como personaJurídic~. 

j2 COSIDO. M Dere&> ul honor. Técnicas de protección y iímires, Tirant lo blanch alt.. 
Valencia. pp.81: JAFN VAI.I.HO, M., Libemd de espresidin y deirros comu el honor, Colex, 
Madrid. 1992, p. 165; Liww DIu. E., q. u,., p, 75 y 77. 

” Vid. Ktrvrlto COI.I)MA. A. hl.. Los biener y Im derechos dr la personalidud, Trivium, 
Madrid, 1985. p. 58; H~KW,KO T~JFIIOR. oy>. cl,. 2’ ed., pp. 283.284; RODR~<~UEZ G~Kc~A, 
Cwrri~~pncim w!rios de jurisprudenciu y honor, Dykinson. Madrid. p. 85. 

” La jurspwdencla constitucional espafiola, que ha tenIdo una línea oscilzwte â este respecto, 
ha acogIdo â pann de 1995 este último entena. Cfr. Cossfo, M., Derecho al honor. Técnicur de 
~>“‘rec r,rriu y iirnrre~. Tirant lo blanch alt., Valencia, 1993, pp. SI: JAEN VALLFJO. M., Liberrud de 
r.qlre.~i<in y ~leliios cwfw el horror, Colex, Madrid, 1992, p. 165. 

” CFA E<i4%%, J L.. Consrrrución de 1980, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1988, p. 
104 

lh Vtd. LAKFNZ, K. Derecho Civil, Parte General, traducción y notas de Izquierdo y Mxia 
Picavra, Madrid, 1978. p. 163, DE(INI, F., Le personepsrche e i dirrrn delia personalir& Trattato 
Vassalh, Tal-mo. 1939 N” 75 bx, pp. 222 y SS.; LI)PFZ DIu, E., q>~‘. uf., p. 83: Fohnc111.~. R.. 
,>p cir. 
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C) Supuestos de infromisión ilegítima al honor 

No han sido muy diversificados los supuestos de hecho sobre los que se ha 
tenido que pronunciar la jurisprudencia constitucional en la protección del ho- 
nor. BBsicamente ellos se han configurado en tres áreas, teniendo casi siempre 
un carácter “conflictual” con otros derechos fundamentales: 

(i) la publicidad de ciertos hechos que en el ejercicio de la libertad de informa- 
cii>n ofenden el honor; 

(ii) la difusión de determinados datos que encuadrados en el ejercicio de la 
libertad económica atentan contra el honor; 

(iii) la expresión de ideas o manifestaciones artísticas que en uso de la libertad 
ideológica afectan el honor. 

(i) El honor afectado en uso de la libertad de información 

Los particulares han sido sensibles a la difusión pública de imágenes de MU- 
jeres captadas fotográficamente por determinados medios de prensa en lugares 
públicos, playas u otras circunstancias semejantes. En la mayor parte de los 

casos, los recurrentes han invocado la vida privada y la honra en forma conjunta, 
y la jurisprudencia ha fallado acogiendo o rechazando ambos bienes jurídicos a 
la vez, aunque sin precisar en toda la medida de lo posible cuándo se lesiona uno 
” otro. 

En general, se pueden formular ciertos principios o líneas directrices implí- 
citos en las resoluciones de nuestra jurisprudencia sobre el tema. Antes que 
nada, habrá que distinguir entre la vida privada y la honra, aunque no suela 
hacerse en las peticiones de protección. La Corte ha considerado invariablemen- 
te que hay lesión a la vida privada cuando la publicación pertinente no ha sido 
autorizada o consentida expresa o tácitamente por el afectado, o en su caso, 
cuando el afectado no ha abierto al público determinadas esferas de su intimi- 
dad. Con respecto al honor. se ha establecido que la lesión se configura cuando 
la leyenda que acompaña a la imagen exhibida es lasciva, o cuando la imagen y 
el conjunto de circunstancias que acompañan la publicación permiten identificar 
al afectado en un contexto que desmerece su posición en la sociedad”. Es así 
como, por ejemplo, la Corte de Apelaciones de Santiago ha resuelto que “la sola 
circunstancia de nparecer fotografías de una menor en primera plana de un 
periódico en traje de bario, sin contar con su conocimiento y menos con su 
anuencia, o la de sus padres, afecta inevitablemente su vida privada y su honra, 
en el círculo de quienes la conocen y pudieren percatarse que era ella, al 
quedar expuesta a que se la asocie en alguna medida con aquellas mujeres que 
exhiben su cuerpo en forma liviana. El hecho de publicar su fotografía constitu- 
ye un acto ilegal que compromete el derecho de sus padres a educarla, afectan- 
do su enseríunza en principios básicos de moral y la estima a su persona entre 
pus unristades ~8 rompafieros de colegio”78. La Corte Suprema, en una reciente 
sentencia, ha afirmado asimismo que “la publicación de una fotografía en un 

i’ C.S. Santiago, G.J., N” 62. 1985. p. 58: C.S., G J.. No 160, 1993, p. 143; C.S., GJ., N” 209, 
1997, p. 212. 

7x C.S. G.J.. N” 160. 1993. p. 143. 
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periódico sin autorización de lu afectada, aún cuando haya sido tomada en un 
lugar público, afecta el respeto a la vida privada, al nombre y  la imagen del 
individuo, como atributo de la personalidad, (...) aunque. como manifiesta el 
recurrido, no puede efectivamente afirmarse que con la sola publicación de la 
fotografía en rqferencia, seguida de la expresada leyenda (“esbelta y atractiva 
lola sueña con que llegue luego el verano para retornar a las cálidas arenas”) se 
haya rrfectodo la honra “79. 

La Corte al considerar el consentimiento del titular como elemento con- 
figurador de la licitud o ilicitud en la intromisión a la vida privada, levanta un 
problema de gran compkjidad: hasta qué punto los bienes de la personalidad 
pueden quedar su.jetos a la libre disposición de su titular, si se mantiene una 
conceptualiración de ellos fundada en la dignidad de la persona humana. 

El tema se ha planteado en otros países a propósito de la creciente “patri- 
monialiración” de los derechos de la personalidad. Es cada vez más frecuente 
que figuras públicas vendan su imagen, su honra o intimidad -o aspectos de 
ella- por contratos millonarios. La ley, que siempre llega tarde a este tipo de 
festines económicos, por lo general. no hace más que reconocer y regular este 
tipo de contratos, que a simple vista no son más que manifestaciones de la 
libertad económica. A travtis del expediente técnico de distinguir entre el dere- 
cho en sí mismo y sus facultades, se reconoce la renuncia fraccionada y temporal 
dc estas últimas aunque no del derecho, permitiendo la abdicación del ejercicio 
de ciertas acciones jurisdiccionales frente a eventuales actos limitativos. 

Sin embargo, desde el punto de vista de la fundamentación de los derechos 
de la personalidad, no parece aceptable abrir tan fácilmente las puertas al princi- 
pio rvlenti nonfit injuria sin una precisión de su naturaleza y extensión. Por esta 
ausencia de precisión se llegan a giros poco consistentes. Pues no se puede 
proteger este tipo de bienes en base a la dignidad humana y a su intangibilidad, 
al mismo tiempo que se acepta su desprotección, en beneficio de la voluntad de 
renuncia del titular, como si esa intangibilidad no existiera. La noción de digni- 
dad que es una especie de baremo de medición de lo humano- no puede, en sus 
manifestaciones inmediatas, pulverizarse en trozos de disponibilidad jurídica sin 
contradecirse a sí misma. 

Hay voces que optan por desatender la dignidad como fundamento inme- 
diato de este tipo de derechos, justificando su entidad en instancias como la 
“autodeterminaci6n”. o entendiendo esa misma dignidad en terminos de “auto- 
nomía”sO. No nos corresponde desarrollar aquí este tópico; ~610 sehalaremos que 
esta formulación de los derechos se remonta a la visualización de ellos que 
hicieron en términos de autonomía autores como J. Chr. Hoffbauer, K. H. 
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Heydenreich, y L. H. Jakob, divulgadores del pensamiento de Kant en 10s 

epígonos del iusnaturalismo ilustradaB’. 
Hay aquí todo un esfuerzo a realizar por parte de nuestros tribunales, a fin 

de arribar a una conceptualización de los bienes de la personalidad coherente 
con la relevancia que a ellos les corresponde como derechos fundamentales 
inmediatamente vinculados a la dignidad. Es una labor no exenta de dificultades 
si se tiene en cuenta que las necesidades de la praxis jurídica está conmoviendo 
el actual modelo de los “derechos de la personalidad”, en la medida en que no le 
queda otra opciún que desgarrarse alternativamente entre la dignidad humana y 
las exigencias de la libertad económica, pues lo único cierto es que no alcanza 
a encajar en ambos a la vez. Todo ello exige comprender la dignidad humana 
hasada en sólidos princlpios ontológicos. y no en sucedáneos de validez efímera. 

Es tambien común que los medios de prensa publiquen hechos de naturaleza 
afrentosa como el involucrar a una persona en un hecho de carácter policial, 
delictual, o desmerecedor para la fama**. El criterio que nuestra jurisprudencia 
ha seguido a este propósito coincide con la posición adoptada por la doctrina y 
jurisprudencia comparada: 

a) el hecho debe ser noticiable83; 
b) el deber de veracidad en el ejercicio de la libertad de información no impone 

la verdad ob.jetiva, sino el cumplimiento de una obligación de comproba- 
ció@. A este respecto, nuestros tribunales han rechazado la protección del 
honor contra “un Diario que en algunas de sus ediciones, se limita a infor- 
mar de un hecho de carácter policial, del cual tomó conocimiento a través de 
Carabineros, con los resguardos del caso acerca de la identidad de las meno- 
res detenidas, ya que no se las individualizó en ningún momento y en la 
fotografía publicada se las señala como “detenidas para protección”, todo en 
uso de la garantía consagrada en el Art. 19 N” 12; no pudiendo estimarse que 
ello constituye una infracción a la garantía del N” 4 del mismo artículo”8’. 
Como señala López Díaz, “lo que se exige no es que la información sea 
veraz (materialmente esto es muchas veces imposible), sino que esta, UUII 
cuando sea irlexactn. se haya obtenido de acuerdo con un canon razonable 
de cuidado profe.viotlal”86. 

Ha sido tamhitn frecuente la invocación del honor en los casos de difusión 
de sanciones, no importando mayormente la naturaleza del medio a través del 
cual se han dado a conocer (T.V., radio, prensa escrita, revista gremial, simple 
mensaje difusivo, etc.). Nuestros tribunales parecen distinguir a este respecto, 
aunque no de manera formal y explícita, entre sanciones previstas por el orde- 

1988, pp 35 SS. 
x1 C.S.. RFM K” 313. 1984. p, 687.; C.S., RFM, N” 314, 1985. 774; C.S., RF!vl, N” p, 324, 

1985. p. 760: C.S.. RFM N” 337, 1986, p. 892; C.S., C. Sanria:o. G.J. N” 108, 1989, 38; RFM, p. 
N”38R. 1991.~ 30. 

“’ Vid.. aunque sin emplear esre gro, C S.. RDJ, T. LXXXVHI, N” 1, Secc. V.. 1991, p. 62. 
)il B~.KI>U(IO G~IMP/ ,>b. LA TOKK~. 1.. Honor y liberrad de expresrtfn, Tecnos, Mndnd. 1987. 

p. 84 
nc C S RFM N” 313. Secc. Civil, 1984, p. 687. 
He Cir ‘Lów Diu,. E.. 0,‘. cl,., p. 134: vid SOKI.%UO, R., Los liberiades priblrm, Tecnos, 

Madlld, 1990. p 136. 
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namicnto jurídico en general y las establecidas en el derecho asociativo en part- 
cular. Respecto a las primerass7, se ha adoptado un tratamiento similar al dado 
por la jurisprudencia norteamericana en las informaciones dirigidas contra aque- 
llas personas que sin ser personajes públicos entran sin embargo en la categoría 
de pubiic,tigureaa, donde la lesión al honor sólo se configura si los hechos impu- 
tados son manifiestamente falsos. Avala esta conclusión la posición de la Corte 
en torno a no considerar atentados contra el honor la publicación de distintos 
álbumes con informaciones relevantes y verídicas de depottistass9. En este sen- 
tido, la Corte ha señalado que “el hecho de darse a la publicidad en un álbum 
impreso fotografías de los jugadores de fútbol recurrentes y  sus características 
irldividuales, r,o atenta en forma alguna cotltra la vida privada o pública, la 
honra o ningún valor moral que pueda afectar a la buena opinión, estimación o 
fama de cada jugador. Tampoco aterlta contra el respeto que se les debe, ya que 
tratúndose de persorias que practican un deporte público, necesariamente deben 
aceptar que todo lo que se haga publicitaria o informativamente no importa una 
falra al respeto debido, salvo que implique una imputación de hechos que los 
desacreditetr o denigrenw. 

Respecto de las sanciones previstas en el derecho asociativo de los cuer- 
pos intermedios, nuestros tribunales han fallado que “la aplicación de una san- 
ción de censura dispuesta de modo arbitrario e ilegal (...), y publicada en el 
órgano oficial del colegio profesional, que circula entre los profesionales del 
país y entidades conexas con su actividad e incluso en el extranjero, ocasiona 
al afectado un grave detrimento a su honra, pues tal información desacredita y 
perjudtca su buen nombre, lo que se traduce, además, en perjuicio económico ya 
que afecta sus posibilidades y alternativas de trabajo9’. De esta resolución y de 
otras que hacen parte ya de nuestra jurisprudencia9* parece inferirse que la difu- 
sión de una sanción a un miembro de una colectividad no constituye agravio a la 
honra mientras se cumplan dos requisitos: 

a) respeto al debido proceso en la fundamentación y aplicación de ella; 
b) que la sanción tenga la naturaleza y gravedad suficiente para hacer necesa- 

rio su conocimiento por el resto de los socios, o en su caso, de la opinión 
pública. 

La presencia del debido proceso es un requisito que la Corte tambiCn ha 
exigido para que la aplicación de una sanción no constituya en sí misma una 
atentado contra el honor, sin importar la naturaleza del órgano sancionador, que 
puede provenir del Poder Ejecutivo, de la autoridad judicial, administrativa o 

h’ Vid.. por ejemplo C S., RFM, N” 113. 1984, p 694.; C. de Copiapó. RDJ, T. LXXXVIII, 
ua 1. Secc. v, 1991. p. 100. 

XK Figura construida par Ia Suprema Corte norteamericana a partir del caso Cunis Publishing 
Co Butss (1977). 

hU C Santiago, RFM. N” 283, 1982, p. 178. C.S.. RFM, N” 285. 1982, p. 322, C. Santiago, 
G.J.. N” 49, 1984. p, 84. 

wi C.S . RFM, N” 285. 1982. p 322 
u’ C. de A RDJ, Tomo LXXXV, N” 1, año 1988, Secc.V, p 44 
‘lz C S.. RDJ, Tomo LXXXIII. tio 1986, Secc.V. p. 152; C.S.. RDJ, Tomo LXXXIII, N” 3, 

alio 1986. Secc V. p. 168: C. Santiago, RDJ, Tomo LXXXV, N” 1, afro 1988. Secc. V, p. 44: C. 
Santqo. RDJ. Tomo LXXXV. año 1988. Secc.V. p 276. 
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municipal, de los órganos de los cuerpos asociativos de naturaleza educacional, 
empresarial. cultural, deportiva o de otra índole93. Es así como se ha fallado que 
“el procedimierlto utilizado para aplicar a un funcionario municipal la medida 
disciplinaria de amonestación por escrito debe ser clasificado como ilega/ y 
arbitrario, por carecer de raronubilidad, toda vez que se ha privado al furlcio- 
rlario saruziorlado de/ derecho elemental a ser escuchado 4’ poder defenderse. La 
medida disciplinaria irregularmente impuesta al funcionario produce un agra- 
L,io a su honra, derecho constitucionahnente amparado por el art. 19 N” 4 de la 
CP. particularmetlte tratúndose de un profesor”94. 

(ii) El honor afectado por el uso de la libertad económica 

Nuestra jurisprudencia ha reconocido ampliamente el derecho a organizar- 
se empresarialmente con el objeto de procesar antecedentes comerciales de los 
contribuyentes y proveerlos informativamente a quienes lo requieran, siempre 
que se respete el estatuto normativo que regula esta actividad. No configura. 
por tanto, una lesión a la honra la difusión de estos antecedentes por los medios 
previstos por la ley. aunque estos sean desfavorables para el contribuyente y lo 
dañen en su imagen financiera y comercialgs. Distinta, sin embargo, es la situa- 
ción si los antecedentes comerciales entregados, procesados o difundidos por las 
distintas instituciones que intervienen en estas operaciones son erróneos o falsos. 
En tal evento. ajuicio de nuestra jurisprudencia, se lesiona claramente la honra: 
“Si una empresa dedicada a proporcionar antecedentes comerciales sobre las 
per.sonas señula como deudor, o al menos presunto deudor de determinados 
documentos de crédito a una persona especí’ca, sin constarle ello de manera 
algwa, desde que sus nombres no son idénticos, incurre en un acto arbitrario 
que vulrtera el art. 19 N” 4, ya que hace aparecer al recurrente como una 
persona que uo cumple con sus obligaciones comerciales, afectándola incluso, 
como consecuencia de ello en el normal desenvolvimiento de sus actividades 
econónficas”96. Se reconoce en este Ámbito el habeas data desde el año 1981: 
“Las personas afectadas por las publicaciones de datos que efectúa el Boletín 
de Irrformaciorles comerciales tienen derecho de erigir las aclaraciones que 
puedan dar respecto de los datos que les afecten”97. 

” C.S.. RDJ Tomo LXXVII. N” 2, 1980. Secc. 1.. 41; C.S., RFM N” 259, 1980. P 148; p. 
C.S., GJ.. No 32, 1960. p 40 (hay voto disidente); C.S. RDJ, Tomo LXXXIII, N” 3, 1986. Secc. V., 
D. 152. RDJ. Tomo LXXXV. N” 3. Secc V. 1988. D. 283: RDJ. T. LXXXVIII. N-2. 1991. Secc. V. 
;. 123; C.S.. RDJ, T LXXXIX, ti’ 1. Secc. V., ‘1992, p. 31: C. de Valparaiso, Rol 225.93, GJ. 
N” 1.59, 1993, p 101: GJ.. N” 186, 1995, p.47. CS, GJ. N” 198. 1996,~. 31. 

y’ C. de Valparaiso. GJ. N” 159. 1993. p 101. 
y’ CS. CJ. N” 168. 1994, p. 57 SS, CS., GJ. 1997, N” 204, p. 61; C.S.. GJ. N” 207, 1997, 

p. 68 y 69 

yh C.S. RDJ. T. LXXXVI. N” 3, Secc. V, año 1989, p. 149. En ese mismo sentido, C.S., 
RFM, N” 340. 1987. p. 27; C. de Punta Arenas, RDJ, Tomo LXXXV, N” 2, Secc. V.. p. 217; C.S., 
RDJ. T. LXXXVI, N” 1, Secc.V., arlo 1989, p. 15; C S., RDJ. T. LXXXVI, N” 3, Secc. V., 1989, 
p. 149: C.S.. GJ.. N” 198, 1996, p. 51. 

‘)’ C.S., RDJ. T. LXXXVI. N” 1, Secc.V.. a?io 1989, p. 15. En este mismo sentido. C.S., 
RDJ.. T. 78, Secc. V. 1981, p. 296; C. Santiago, RDJ.. T. 78, Secc. V, 1981, p. 300; C.S., RDJ., 
T 84. Secc. V. 1987, p. 32: C.S., RDJ.. T. 85, Secc. V, 1988, p. 65; C.S., RDJ., T. 86. Secc. V, 
1989. D. 15. 
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(iii)El honor afectado por el uso de la libertad ideológica 

En los últimos años se ha invocado el honor frente a materias que caen 

en el terreno de las libertades ideológicas, con lo que estaría afectándose, se- 
gún algunos, las bases mismas de la sociedad democrática. Los fallos que se han 
dictado en base a esto5 supuestos son escasos, pero su repercusión ha tenido 
vastos efectos en el plano t<tico. social y  cultural. Detengámonos en las dos 
sentencias más polémicas. 

Lo que se conoce como “conflicto” entre derechos fundamentales se pre- 
senta en el caso “Martorell” de un modo nítido. Un conocido empresario, ante 
la inminencia del Ingreso y  comercialización en el país del libro “Impunidad 
Diplomática”, editado en Argentina, y  de autoría del periodista Francisco 
Martorell, solicit6 a la Corte que se prohiba la circulación del libro en Chile, 
fundado en que vulneraha gravemente su honra y  la de su familia. La obra 
reproducía ciertas cartas que el ex embajador argentino Oscar Espinosa Melo 
hahría utilizado para extorsionar a un dirigente político chileno, y  en las cuales 
se trataba a la familia del recurrente de un modo absolutamente vejatorio. 
En sentencia de 31 de mayo de 1993. y  confirmando una orden de no innovar 
dictada en el mismo sentido, la Corte de Apelaciones de Santiago, en voto de 
mayoría, acogió la acción constitucional prohibiendo la internación y  comer- 
cialización del libro en cuestión. Con fecha 15 de junio del mismo año, la Corte 
Suprema confirmó la sentencia por unanimidad. 

La posición del recurrido, autor de libro, se presenta bastante clara. La 
prohibición de la obra importa una grave lesión al art. 19 N” 12 de la Constitu- 
ción y  al art. 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos9*, pues ello 
implica establecer una censura jurídica previa al ejercicio de la libertad de infor- 
mación y  de opinión, y  lesiona un bien jurídico que por ser consustancial al 
régimen de libertades públicas es de carácter “absoluto”, admitiendo en su ejer- 
cicio sólo una responsabilidad ex post fucfo. por vía penal ordinaria o civil en su 
caso.“E/ bieu protegido err la norma del N” 12 del artículo 19 de la Comtitu- 
ciórr, afirma el recurrido, es de curúcter absoluto, consustawiai al régimen de 
libertad política. ecmómica, social y cultural y de todo orden que proclama en 
su te.rto la Cotrstituciórr. El ejercicio de estas libertades no puede estar sometido 
a censura previa, 110 existierldo excepción que permita sostener lo contrario”99. 

La Corte de Apelaciones sienta, a este respecto, un principio interpretativo 
fundamental: “la Comtitución política es un ordenamiento institucional cuyos 
preceptos no pueden ser interpretados en forma aislada, sino de UI? modo siste- 
miítico, por cumto fomm uu cotljunto orgúttico y coherente, debiendo existir la 
debida corresporlderrcia errtre las distintas normas del texto constitucional”‘OO. 
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El art. 1 de la Constitución y las “Bases de la Institucionalidad” en general 
deben ser tenidos en cuenta como fuente de interpretación de los derechos fun- 
damentales, y como ámbito de contextualización de las nociones de dignidad 
humana, familia. bien común, derechos humanos y democraciatol. 

En tomo a este principio se desarrollan varios niveles de argumentación: 

a) Tanto la honra como la libertad de expresión no son derechos absolutos, 
pues como todo derecho “llevan implícito un deber, correspondiendo al ser 
humur~o usarlos paro su propio desarrollo persorlal y  para el progreso 
rocial, pero et! caso crlgurw para atropellar los derechos y  libertades de 
otras persotms, io que importa que el titular de cada derecho deba ejercer 
el suyo de rrt~a nrar~ercr legítima, aceptando que su vigencia está limitada por 
la de otro u otros derechos”‘O?. 

b) Existiría irr abstracto una jerarquía de derechos basada en el orden numerico 
descendente en que se encuentran consagrados en el Art. 19 de la Constitu- 
ción. “El corlstituwvte siguid, aunque no lo diga expresamente, un orden 
de prelución en las garantías y  derechos que consagra el art. 19.(...) La 
orderlación C...) tlo es arbitraria, como lo prueba la sucesidn descerrderlte de 
su importnrrcicr. Así. se comienza co11 la vida y  la integridad personal. luego 
10 igualdad ante la ley, después la igual protección ante la ley y  err seguida, 
etr el rilínrero 4 la horlra, en circunstancia que la libertad de itlfornración 
está corltenrpiada en el N” 12”lo3. Esta supremacía in abstracto concordaría 
-tambicn por motivos formales- con los arts. 4, 17 y 19 del Pacto Interna- 
cional de Derechos Civiles y Políticos, los que, ajuicio de la Corte, “al tru- 
tnr estos derechos confierett manifiestamente mayor jerarquía a la 
priwxidad y  a la horlm que a la libertad de expresión e it~fornuzción”‘“. 

c) La medida de prohibición de ingreso y comercialización del libro “Impuni- 
dad Diplomatica” no puede ser considerada como censura en el caso sub lite, 
por lo que no estaría vulnerándose ni el orden constitucional chileno ni el 
derecho internacional sobre derechos humanos, particularmente el art. 13 del 
Pacto San Jose de Costa Rica. La censura debe entenderse en su sentido 
propio. como el procedimiento impeditivo que forma parte de una política 
de Estado tto democrútico, practicado por agentes administrativos yue ope- 
rar! como vigiluntes, respecto de ideas -FLO de corlductas- religiosas, políti- 
cas o morales. yue se reputar! peligrosus, impidiendo que lleguen al público 
por estimarse cotltrarias a los intereses de los gobernantes, o para el con- 
frol que estos ejercen ert la sociedad. Esta censura de carácter previo es in- 
aceptable y contraria al regimen democrático, no obstante la excepción que 
por razones de bien común establece el inciso final del art. 19 N” 12 para la 
exhibición y publicidad de la producción cinematográfica”‘“. En todo caso, 



154 REVISTA CHILEA-, DE DERECHO [Vo]. 26 

esta forma de censura previa aceptada en nuestro ordenamiento jurídico “no 
tiene que ver colt la intervención judicial que emana de la acción cautelar 
prevista por la Constitución y que tiene por objeto asegurar la debida pro- 
tección del afectado en sus legítimos derechos privados. (...) en la especie 
110 se fruta de medidas restrictivas dispuestas por el Poder Ejecutivo, que 
podríarl calificarse de políticas, sino de medidas jlrdiciales contempladas en 
la ley .V que corresporlden al rol tutelar que es inherente a los Tribunales de 
Justicia”‘“. 

La Corte Suprema, por su parte, en sentencia confirmatoria, apunta a soli- 
dificar las argumentaciones que hemos expuesto en los puntos b) y c), acentuan- 
do las razones de fondo que justifican la decisión. Con respecto al punto b), 
resalta la entidad del bien jurídico honra para la cohesión social: “el respeto a 
la \,ida privada, a la dignidad y a /a honra de ia persona humana y de la familia 
co,~stitu~en \lalores de tal jerarquía y trascendencia que la sociedad polírica se 
orgartira precisamente para preservarlos y defenderlos, de modo que no puede 
admitirse cotxepción algutza de bien común que permita el sacrificio de ellos, ni 
convertir tal sacrificio en medio para que prevalezca otra garantía constitucio- 
rla1”‘07. En relación al punto c) acentúa la naturaleza cautelar de la acción de 
protección constitucional, desenvolviendo de este modo un tópico característica- 
mente manifestado por el derecho jurisdiccional contemporáneo”? “el recurso 
de protecciórl se contempla no sólo para los casos de perturbación o privación, 
sirlo rambiérl de amenaza erl el ejercicio legírimo de los derechos amparados por 
Pi, de modo que para su procedencia no se requiere que se haya producido el 
utropello de tules garantías, sino que basta para acogerlo el temor razonable de 
que tal violación pueda ocurrir. (...) La procedencia de la protección ante la 
sola amerra:a, se afirma al considerar que los valores en cuestión son de tal 
índole que el solo inicio de su vulneración genera daríos imposibles de reparar 
en térmirlos equivalerzres al bien que significa SU respeto para quien los posee y 
requiere conservarlos íntegros e inviolables”‘w. 

Invocando la libertad de expresión, la decisi6n de nuestros tribunales fue 
objeto, por parte del Sr. Francisco Martorell, de una denuncia ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, por violación a los derechos humanos por 
parte del Estado de Chile frente a los compromisos suscritos en el Pacto San 

(1 restrmgido nte”,” contra el sistema democrático. Distinta es la situación de lo que algunos 
llûman “censura” en un sentido ampho o impropio, pues Tanta la Convención Europea de Derechos 
Humanos Congo el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos no le prohl?xn, mientras 
el Pacto San Jose de Costa Rica parece rechazarla. al impedir cualquier tlpo de censura, si bien 
que para ello habría que aceptar que la restncció” judicial de carácter preventivo es propiamente 
ce”suru. lo que. como se verá mas adelante, es más que discutible. Ha” sido autoridades 
~“[eranxncanas de derechos humanos las que últimamente. en algunos informes y resoluciones, 
ha” sustentado esta interpretación. 

“” C. Sannago. sentencia cit., Considerando 7’. 
“lí C.S.. Sentencia del I 5 de junio de 1993. Rol N” 21053 (Santiago), Considerando 3”. 
“‘x Kd. TAV(“.AKI 0.. R.. Frrbunaks, JuriPdkcidn y Proceso, Editorial Jurídica de Chile, 

Santiago. p. 137.168: CF& E.. 1. L > ‘Mistó” Cautelar de la Justicia Constirucional”. en Rewsra 
Cirtlni<r dr Derdio. N” ’ b-3. 1993. pp. 405~s.; RUY CANTOIU, E., Lu ALCIII>I de Tuieh Gurmm’u de 
req>ero u IU d,,yniilod hom<rrio. XXV Jornadas de Derecho Público, Edeval, Valparaíso, 1995. t. II, 
pp 106 SS. 

‘W ldent, Considernndos 1” y 4”. 
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José de Costa Rica. Dicho organismo. en el caso formado con el N” II.230 
contra Chile, a la wz que declaró inadmisible la jerarquización in abstracto 
de los derechos fundamentales llevada a cabo por nuestros tribunales según 
el orden de sucesión numérica del art. 19 de la Constitución, determinó que se 
ha cometido un acto de censura previa incompatible con el regimen de libertad 
de expresión vigente en los sistemas democráticos que han suscrito el Pacto. 
Por ello declara que “El Estado de Chile, mediante resolucidn de la Corte Su- 
prema de Justicia, de 1.5 de junio de 1993, que prohibid el ingreso, distribución 
y  circulación del libro “hupunidad Diplomática” (...) ha violado el art. 13 de la 
Corwerrciórl Americana sobre Derechos Humanos”““. 

B) Caso “La [íltima tentación de Cristo” 

El Consejo de Calificación Cinematográfica. atendiendo a la solicitud de la 
companía “United International Pictures Limitada” en orden a revisar la resolu- 
ción”’ por la que se había prohibido en Chile la internación y exhibición de la 
película blasfema “z “La última tentación de Cristo”tt3, determinó mediante re- 
solución N” 2 14, de fecha ll de noviembre de 1996, alzar dicha prohibición. Un 
grupo de abogados católicos recurrió entonces a la Corte de Santiago solicitan- 
do de,jar sin efecto la nueva medida por cuanto esta era ilegal y amenazaba la 
honra de la persona de Cristo tt4, de la Iglesia Católica, persona jurídica de dere- 
cho público, y de los recurrentes, además de vulnerar la libertad de conciencia. 

Los recurridos invocan distintos tipos de argumentación, en orden a probar 
la legalidad de la revisión administrativa del Consejo y la intangibilidad de la 
libertad de expresión frente a situaciones que pudiendo afectar la honra no tienen 
la entidad para violarla. En el primer aspecto, el presidente del Consejo de 
Calificación Cinematográfica. Sr. Jaime Pérez de Arce, mantiene que ese orga- 
nismo tiene facultades para disponer la recalificación de una película. Se basa 
para ello en dos principios de derecho público: 

a) el principio de competencia, en virtud del cual la propia ley (decreto 
ley N” 679 de 1974) le concede a ese organismo -y ~610 a él- las funciones 
concernientes a la calificación de las producciones cinematográficas, por 
lo que la jurisdicción constitucional quedaría inhibida de conocer en asun- 

“‘l Informe 11196. pánafos 59 y 83 contra Chile, en Informe Anual de la Comisión 
loternmencana de Derechos Humanos 1996. OEAfSer.UV/II.95.Doc 7 rey. 14/maril997. 

“’ ResolucIón administrativa de fecha 29 de noviembre de 1988, confirmada en apelación 
por leroluclón del 14 de marro de 1989. 

ll2 Lrr Sti,r,,>n de Turin fue el primer medio de prensa que a nivel mundial habló de 
“hlarfemm”. al noticiar en agosto de 1988 los problemas del estreno de la pelicula en EE.UU. con 
el título “Por IU pe/iru/~~-b/o.~Je~~~~~, América se inrendra”. Blasfemar es atribuir a Dios (0. 
mdirectamenre a lo sagrado) aquello que no le conviene (Santo Tomás, S. Th., 2-2. q. 13, al), y 
para la doctrma católica txne el carácter de un pecado supremo, al que puede juntarse una 
ngravante más: la de querer excusarla (Santo Tom&. S. Th., 2-2. q. 13, a.3.). 

“’ Filme producido por la compañía cmematagráfica “Pelfculas Universal”, y dirigida 
por Malrin Scorsese. Basada en la novela hom6nima del escritor griego Nikos Kawntzakis, fue 
estrenada en agosto de 1988 en los EEUU. 



156 REVlST.4 CHILENA DE DERECHO [Vol. 26 

tos que, como este, son entregados de un modo privativo a otro poder del 
Estado. 

b) el principio de revisión de los actos administrativos, por medio del cual las 
decisiones de la Administración pueden ser revisadas si obran nuevos ante- 
cedentes que así lo sugieran, lo que en el caso sub /ite sucedería. 

En relación con la afectación del honor, el Sr. Stevens 0. Dell, representante 
de la “United International Pictures Limitada”, afirma que el filme prohibido es 
una “obra arrísrica”“5 dirigida al criterio de personas maduras que ya pueden 
dirigir sus propias vidas, y destinada al desarrollo cultural del país. Ella no 
pretende tampoco rehacer la verdadera historia de Cristo, por lo que no se le 
puede imputar una cualidad afrentosa, lo que queda demostrado en su capacidad 
“de superar a rribpel mundial las ácidas críticas que se vertieron con motivo de 
su estretio”116. 

La Corte de Apelaciones de Santiago, en sentencia de fecha 20 de enero de 
1997. acogió por unanimidad el recurso, y en concordancia con una orden de no 
innovar dictada en sentido semejante, dejó sin efecto la resolución del Consejo 
de Calificación Cinematográfica, declarando a firme la resolución que prohibe 
la internación y exhibición de la película de Scorsese. El 17 dejunio de 1997 la 
Corte Suprema confirmó la sentencia por unanimidad, con la prevención de un 
mintstro. 

La Corte de Apelaciones de Santiago fundamenta la decisión de prohibir la 
película con un nivel de argumentación bastante descriptivo: expone los aspectos 
del filme en que se denigra a Jesucristo mostrando la entidad del datio (conside- 
rando 7); refiere testimonios de la presencia histórica de su figura y su influencia 
en la cultura occidental (considerando 8); afirma el carácter jurisdiccional y por 
tanto inamovible de la resolución de fecha 14 de marzo de 1989 por la que se 
conftrmó la prohibición del filme (considerando 9); muestra la ilegalidad y arbi- 
trariedad del acto administrativo que alza la prohibición en atención a que no 
existen nuevos antecedentes que lo respalden (considerando 10); niega que haya 
podido ser vulnerada la libertad de conciencia de los recurrentes (considerando 
12); reafirma que la prohibición de exhibir la película no es un acto de censura 
previa sino una acci6n cautelar de naturaleza constitucional (considerando 14); 
constata que no se encuentra incluida entre las facultades del Consejo el poder 
revisar decisiones jurisdiccionales (considerando 16)“‘. 
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Centrando la argumentación en los aspectos conflictuales del honor, es- 
tablece un principio de armonización entre este bien jurídico y el ejercicio 
de las libertades públicas en el sistema de pluralismo democrático. Afirma, de 
este modo, que “en el filme la imagen de Cristo es deformada y  minimizada al 
nrúximo. De esta manera, el problema se plantea en si es posible, en aras de la 
libertad de expresión, deshacer las creencias serias de una gran cantidad de 
hombres. La Constitución busca proteger al hombre, a sus instituciones ~1 a sus 
creencias, pues estos son los elementos más centrales de la co>lvivencia y  la 
per-teriencia de los seres humanos en uu mundo pluralista. Pluralismo no es 
enlodar J’ destruir las creerrcias de otros, ya sean estos mayorías o minorias sino 
asumirlas como WI aporte a la interacción de la sociedad en cuya base está el 
respeto a la esencia J ai conlexto de las ideas del otro. (...) Cuidar la necesidad 
de irrformación o de expresión tiene una esrrechísima relación con la veracidad 
de los hechos J por eso deja de ser información o expresión la deformación 
histórica de UIL hecho o UIICI persona. Por esto es que los sentenciadores creen 
que el derecho de emirir opinión es el derecho a callfìcar una realidad pero 
tunca el deformarla haciéndola pasarpor otra”“8. 

La Corte Suprema confirma la parte resolutiva del fallo de la Corte de 
Apelaciones, pero modifica notoriamente la perspectiva de fundamentación, 
eliminando gran parte de sus considerandos, entre ellos, los arriba referidos 
menos los desarrollados en los números 7 y 12. Más que mostrar en detalle cómo 
la película enloda la figura de Cristo y vulnera la honra de quienes lo siguen y 
veneran, alterando tradiciones sustanciales de nuestra identidad, el máximo tri- 
bunal parece querer centrarse en aspectos más tkcnicos de la cuestión, evitando 
exponerse en demasía a posibles polémicas. 

Es bueno recordar aquí que un grupo de abogados, sintiéndose afectados en 
su libertad de expresión por la decisión jurisdiccional de impedir la exhibición 
de la película, presentaron a lo largo del procedimiento de protección una serie 
de escritos con el objeto de hacerse parte sin que formalmente nuestros tribuna- 
les hayan considerado sus peticiones. Sus escritos tienden a recalcar el carácter 
absoluto de la hbertad de expresión ante el Pacto de San José de Costa Rica, y la 
consecuente prohibición de cualquier tipo de censura, dentro de la que incluyen 
la medida jurisdiccional de mantener la prohibición de exhibir la película, decre- 
tada ya en un inicio como orden de no innovar. 

Para la Corte Suprema lo definitivo del caso sub lite es “detemlinar si la re- 
soluciórl impugnada es WI acto ilegal o arbitrario que haya causado agravio a 
los recurre~ltes”119. Para ello recuerda el principio de supremacía constitucional 
en materia de derechos fundamentales, lo que hace inocuo el alegato de compe- 
tencia exclusiva del presidente del Consejo de Calificación Cinematográfica al 
no ser ‘jurídicamenre admisible entender subordinada” /a “competencia consri- 
tuciorial a otra que la ley ha conferido a autoridades administrativas (...) para 
resoker marerias reiacionadas COH la calijicacidn cinematográfica “IZO. 

Pronunciándose directamente sobre el estatuto constitucional de la libertad 
de expresión, la Corte Suprema afirma que “1~ cabe entender vulrlerada La ga- 
rarltía que otorga el N” 12 del Arr. 19 de la Constitución (....) porque este mismo 

“* kh. Consldenndo 18. 
“’ C.S., Senlrnaa del 17 de junio de 1997. Rol N” 519.97, Considerando 1’. 
‘211 Idem, Consldenndo 2”. 
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precepto, en su ittciso jifinal, remite a la lev para la determinación de “un siste- 
ma de censura para la exhi6icidn y  publi&dad de la exhibición cinematográfi- 
ca”(....) por lo que ha de examinarse “si el Consejo de Calificación Cinemato- 
gráfica tiene la potestad legal de revisar discrecionalmente una resolución suya 
dictada con anterioridad (en este caso, varios anos antes) y ha sido sometida al 
procedimiento previsto por la ley”tzl. La respuesta de la Corte es que la resolu- 
ción del Consejo en cuestión es “manifiestamente ilegal porque se vuelve contra 
lo que el órgano superior (el órgano de apelación) había definitivamente decidi- 
do y  (,,,) porque se ha dictado en ejercicio de unta potestad de revisión de que 
carece alxolutamerrte (...) ya que no hay precepto legal alguno que la haya 
irwestido de tal poder revocatorio”‘22. 

Finalmente, en cuanto al agravio, la sentencia afirma que la película cuya 
exhibición se ha autorizado por el acto administrativo recurrido (...) presenta a la 
figura de Jesucristo -que tan decisiva influencia ha ejercido en la historia y 
cultura de la humanidad- de tal modo deformada y humillada, que su honra 
aparece vulnerada gravemente, lo que no se logra cohonestar, por cierto, como 
se pretende, atribuyendo todo a una fantasía onírica. La honra, a su vez, en 
esencia y contenido es inherente a la dignidad del ser humano y es garantizada 
por la Constitución a la persona y su familia, sin perjuicio de que pueda alcanzar 
a un conjunto de personas’z3. La aceptación de una colectividad o grupo de per- 
sonas como su,jeto activo del derecho a la honra es acentuado en el consideran- 
do siguiente al afinnarse que “aurlque este tribunal prescinde del hecho de su 
resurrección (de Jesucristo), cuya aceptación es materia de fe, debe admitir 
que el agravio a su hmra repercute o trasciende en la honra de los propios 
recurrerltes. ligado eserlcialmente a su dignidad de personas, ya que esta impli- 
ca, entre otros atributos. la capacidad de determinarse conforme a valores y 
creertcias”‘2J. 

Varios comentarios debemos hacer a esta sentencia: 

1) La Corte Suprema parece haber variado la postura de la Corte de Apela- 
ciones y su propia postura mantenida en el caso “Martorell”, al no sostener la 
afirmación de que medidas impeditivas como las que están implicadas en el fallo 
son el resultado de una actividad esencialmente distinta a las del poder guberna- 
tivo y que tiene sus raíces en la misión primordialmente cautelar de la jurisdic- 
ción. Lo único que al respecto parece ahora preocuparle es ubicar la decisión del 
Consejo dentro del sistema de censura previsto en el inciso final del Art 19 
N” 12 de la Constitución para considerarlo lícito sdlo porque la norma constitu- 
cioncrl lo autoriza. Hay aquí un tremendo equívoco, pues si es de la esencia del 
oficio jurisdiccional el contar con medidas preventivas de tutela, máxime en 
materia de derechos fundamentales, lo que es fácilmente demostrable y moder- 
namente muy demostrado después de siglo y medio de mentalidad legalista: 
no es, por su lado, de la esencia de un ordenamiento constitucional el tener un 
sistema de censura previa. Si la Corte no justifica la naturaleza de las medidas 
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que toma frente a actos en que se mvoca la libertad de expresión, y no los 
distingue conceptualmente de los actos administrativos permitidos por el inciso 
final del art. 19 N” 12, es insoslayable preguntarse, entonces, sobre todo cuando 
se ha atribuido al acto administrativo en cuestión el SVI~US regulativo de la cen- 
sura, si acaso la decisión jurisdiccional de mantener la prohibición de la película 
no participa. en tal caso, de los caracteres de esta. 

Es complejo fundamentar la censura administrativa previa en el actual 
contexto constitucional, sobre todo por la prohibición que en torno a ella esta- 
blece el art. 13 del Pacto de San José de Costa Rica. Para discernir una respuesta 
en esta materia. es necesario tomar partido en la espinosa cuestión del estatuto 
normativo de los tratados de derechos humanos que suscribe nuestro país, de 
acuerdo al art. 5” inciso 2” de la Constitución. La respuesta depende de la 
naturaleza supraconstitucional, meramente constitucional 0 simplemente legal 
que se acepte en torno a este tipo de tratados. Nuestra jurisprudencia no parece 
tener una posición definida en este ámbito, lo que refuerza lo que hemos dicho 
acerca de la poca claridad de este tipo de argumentos. 

La Corte Suprema, en este aspecto, da un paso atrás en la justificación de 
sus decisiones de justicia, por otra parte tan ejemplificadoras, pudiendo ser acu- 
sada ante organismos internacionales de violar el Pacto de San José de Costa 
Rica en lo que dice relación con la censura administrativa. 

2) Es imprescindible que nuestros tribunales fundamenten con mayor de- 
talle el sentido de armonización que debe existir entre los distintos derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución. En particular, debe justificarse 
lo insustentahle que resulta para la sociedad en su conjunto, y no ~610 para 
el afectado. el que a través de la jurisdicción se acoga el principio de que la 
libertad de expresión es un concepto absoluto del que analfticamente se de- 
duce el régimen de libertades de los ciudadanos. Este es un axioma no de- 
mostrado teóricamente, y cuya aplicación puede ser fuente de manifiestas injus- 
ticias por el carácter irreparable que tienen ciertos daños contra el honor o la 
intimidad. 

5. PRINCIPIOS PARA UNA CONCEPTUALIZACION 
DEL HONOR EN CUANTO DERECHO FUNDAMENTAL 

Se puede decir que en la forma de abordar la noción de “derechos funda- 
mentales” se incurren por lo general en tres grandes errores que dificultan su 
adecuado tratamiento: 

1) Adopción, erl el punto de partida de la ref[exión acerca de los bienes 
jurídicos, de una noción exclusivista de “derecho subjetivo”. sin ninguna refe- 
rencia a una instancia real que los vaya configurando en concreto. Los “dere- 
chos” se presentan así como exigencias puras o esferas de capacidades (la mayor 
de las veces, de carácter ffsico), sin bienes reales que los vengan a objetivar. 
Desde estas premisas se construyen abstracciones jurídicas que tienen un diálogo 
de sentido inverso con la realidad social: en vez de reflejar universalizados los 
elementos comunes de los bienes materiales e inmateriales que están atribuidos a 
cada persona en concreto, se espera adaptar esta realidad atributiva a las exigen- 
cias de unos “derechos” abstractos sin objeto. El paso para transformar esos 
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“derechos” en un mero instrumento al servicio de la ideología de turno es imper- 
ceptible. Es un paso peligroso, donde toda la dimensión de justicia y de inter- 
dicción de la arbitrariedad, propia de lo jurídico, se esfuma rápidamente. 

El caso már ejemplificador de este equívoco en los puntos de partida es el de 
Ia5 lihcrtades públicas. Muchos juristas, preocupados por la interminable historia 
dc ataques con que los poderes públicos de nuestro siglo han amordazado la 
libertad de los ciudadanos por canales muchas veces sinuosos y ocultos, han 
dimensionado su valor de un modo tan intensivo, que terminan por diseccionar 
este derecho del resto de los bienes humanos. Declarando “absoluto” su estatuto 
jurídico, prescinden de cualquier tipo de preocupación -y por ende. de refle- 
xión- sobre el carácter no absoluto del hombre de carne y hueso, relacionado y 
vinculado hasta para respirar. De ahí, todo un conjunto de malos entendidos con 
quienes en el campo de la ciencia jurídica o en la vida del foro se ven ohligados 
a situar las libertades públicas en el contexto de la alteridad. Desde aquella 
perspectiva de “absolutización” o ilimitación -similar a lo que, paradójicamente, 
ocurrtó con la honra en la segunda mitad del siglo pasado- es imposible no 
concebir como un “límite” injustotzs lo que no es más que una exigencia de 
ohjetivizacibn’26. 

2) Tratanrier~to de los derechos fundamentales desvhculados de su con- 
te.utunfi:aciórr CII lu rmidad de setrtido de lo hwnarro. A este respecto, se separa 
lo que sólo se ha de distinguir en al menos dos ámbitos: 

i) En su aspecto garantístico. se tiende a tratar a los derechos como si fuesen 
completamente ajenos unos de otros. Con ello, se triza la eficacia del siste- 
ma proteccional. el que por fuerza ya no refle,ja la imagen del hombre por 
entero sino ~610 cada una de sus partes por separado y en estado completo de 
desvinculación, como los trozos de un espejo roto que ya no se volverán a 
unir. Es imposthle comprender, desde tal ángulo, el que los derechos sean 
distintas facetas de protección del hombre, de tal manera que a este título 
todo derecho está Íntimamente vinculado a otro, por lo que en su protección 
no pueden unos ser abstraídos completamente de otros. En este sentido, el 
oficio de la actividad jurisdiccional pasa por acercarse a cada uno de los 
derechos en su contextualiaación jurídica con los otros. 

ti) En el tópico de la disputa entre bienes jurídicos, hay una inclinación genera- 
lizada a razonar en torno a ellos como si fuesen dos rivales que, condenados 
contra su voluntad a un duelo a muerte, deben medir sus fuerzas para cono- 
cer sus capacidades y límites, y enfrentar así la victoria. Esta visión facilita 
la solución de los problemas de ajustamiento jurídico en base al equívoco 
modelo del “conflicto” entre derechos. Con él se parcela al hombre en por- 
ciones jurídicas contrapuestas. La necesaria desatención de unos derechos en 
hcneficio de otros a fuer de conceptualizar sus relaciones como irreconcilia- 
bles, es el precio de esta perspectiva. 

‘l’ Sobre Iâ noción de los derechos “absolutos” en cuanto irreales y opuestos nl pluralismo 
juridico. Vid CAKI~T~KO. F.. Der-K¡K y O~trolo~iu Jurídrcu. Actas, Madrid. 1993. pp. 2X- 216. 

‘X Presupuesto de la iust~aa es una ohjstivización previa, un primer reparto. una atnbucidn 
de lo suyo de cada cual. Pan una sintes~s de esle punto. Vid. HRKVADA. J.. Inimduwr<i>~ Críric<r ai 
Drr-r< iro N~fn,r ci “_ Eunsn. Pamplona, 1990. pp. 2X-30; PIFFW J., Lay Virrndes fundurnrnr~rlrs. 
R~ûlp. Mndrfd, pp 89s~. 
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3) Ausencia de distirición entre los derechos en su realidad existencial y  
cowreta. y  los enuncindos abstractos por medio del que los formulamos. LOS 
bienes ,jkdicos concretos atribuidos a personas también concretas pueden ser 
bien o mal expresados por nuestros conceptos jurídicos, y lo normal será que 
no estén perfectamente descritos en cuanto a su comprehensión o su extensión. 
Por ello, en la retlexión jurídica no se puede desatender la vinculación existente 
entre cada uno de los derechos que la Constitución protege y cada uno de los 
bienes humanos particulares que en ellos se expresa12’. 

El ttirmino “honor” y “libertad de opinión” y los respectivos textos consti- 
tucionales que lo amparan (art. 19 N@s. 4 y 12). en verdad, nos dicen bien poco 
respecto de los bienes humanos a que esos términos se refieren a la hora de 
situarlos jurisdiccionalmente. De ahí la necesidad de atender siempre a la reali- 
dad jurídica UniversalIzada en nuestros conceptos, a fin de captar con cierta 
aproximación su juridicidad y lograr una determinación a la hora de resolver un 
aparente conflicto entre derechos fundamentales. En este sentido, se puede decir 
que las reivindicaciones de un derecho en abstracto, hecho a la medida de un 
hombre ideal, que vive ~610 en las fábulas de Rousseau, no tiene mucho que ver 
con el derecho. Al contrario, es algo nocivo a la comprensión de la realidad 
jurídica, te.jjida en la horizontalidad, y no en la verticalidad. 

Superando estas tres dificultades, la conceptualización del honor puede em- 
prendeise a partir de un horizonte de visión bastante más amplio, y más armóni- 
co con el resto de los derechos fundamentales. Lo mismo puede decirse de la 
libertad de ex’presión. 

Si observamos con atención, en los sistemas democráticos en desarrollo sólo 
se conoce el honor, para efectos de relevancia jurídica, en su “estado conflic- 
tual”. Poco se habla de este derecho en su estado pacífico, en su configuración 
interior y en sus reflejos cotidianos. Nos referimos a él ~610 cuando sentimos que 
algo lo lesiona, de manera que siempre aparece de un modo episódico, expresa- 
do a la manera de un coto de contención o una zona límite al sistema de liberta- 
des. De ahí que muchos lo vean como un resabio tan inflexihle como arcaico, 
que es necesario obviar lo más posible para el desarrollo pleno y eficaz de la 
libertad. 

Con la libertad -la de opinión o de información, por ejempI* sucede todo 
lo contrario. En la práctica, sólo la conocernos en su estado pacífico; juristas y 
políticos, con toda razón, la ensalzan, mientras los ejes de las instituciones 
políticas y jurídicas la promueven y se configuran en importante medida en 
tomo a ella. Su aspecto “conflictual” aparece pero de un modo totalmente distin- 
to al del derecho al honor. El “conflicto” no se expresa como indiciario de su 
existencia, sino como algo que revela la presencia de un obstáculo a su activi- 
dad. Ni siquiera se hahla. toda vez que vivimos en sociedad, de lo que parece 

Izi Relacionado con este punto. vrd. MOK~.NO VAI OCIA. F , Con~idemcih .fitiiosdfrco del 
drr PC lrii ci lu rr~forrrm uirr v II ta howa. en Revista de Derecho de la Escuela de Derecho de la 
Lrnlvasidad Católica del Norte. Sede Coquimbo, Año 5, 1998, pp 12.13. Es interesante la postura 
del autor en cuanto va desenvolviendo desde una perrpecrivn de “conrergenc~a antropológa” 

realista 4 sentido armónico de todos los derechos en base B la consecución del bien de la persona 
humana: i) rodo derecho supone una orientación a un bien particular debido, de donde se deduce 
una delimltaaón de ámbitos: ii) todo derecho supone un deber correlativo, lo que obliga al ajuste 
entre derechos y deberes. iii) el ejercicm de los derechos se rigen en su dirección por la ley natural: 
IV) el bien común plantea ciertas exigencias especificas. fundadas en la naturaleza social del hombre. 
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normal en todo derecho: su función social. De ahí que se mire como un mal 
menor, y no como una exigencia de justicia, los casos en que se hace necesario 
“limitarla”. Ante un derecho que se presente como “límite” a su actividad, la 
primera reacción es la de desconocer su importancia, pues lo único que se ve es 
su cualidad de obstáculo. 

Es sumamente importante hacer un ejercicio reflexivo inverso al que esta- 
mos acostumbrados. El honor como bien jurídico tiene mucho que decirnos si lo 
consideramos en su “estado pacífico”. Y las libertades de expresión y de infor- 
macion tienen poco que aportarnos en su deficitaria consideración “conflictual”. 

En realidad, dado el fundamento mediato o inmediato que todo derecho 
tiene en la dignidad del hombrerz8, en último análisis es a ella que estamos aten- 
diendo cada vez que velamos por un derecho u otro. Nos importa defender al 
hombre en sus diversos aspectos. La variabilidad de nuestro lenguaje para enu- 
merar y distinguir los distintos derechos fundamentales debe verse como expre- 
sión de nuestra imposibilidad de formular en una sola noción las múltiples 
facetas jurídicas de los bienes inherentes a la persona humana, y no como una 
separactón lingüística que prepara la desvinculación de unos derechos que des- 
pués van a entrar en lucha. Esto se comprende bien si se asienta la dignidad en 
bases ontológicas sólidas’z9, prestando atención no sólo al aspecto individual 
sino también social de la naturaleza humana. 

Este último aspecto nos lleva de la mano al tratamiento de las relaciones 
contlictuales entre la honra y la libertad de expresión. 

6. EL DERECHO ALA HONRA Y SUS RELACIONES 
CONFLICTUALES CON LA LIBERTAD DE EXPRESION 

Imaginemos a dos viajerosrM que, decididos a conocer nuevos mundos, re- 
corren en el mismo ferrocarril un país de vastas dimensiones. Al terminar un 
viaje de semanas, ambos se juntan para intercambiar sus impresiones y comentar 
los detalles de lo observado. Se produce, sin embargo, un diálogo de sordos. Sus 
notas de viaje son radicalmente diversas. Uno de los viajantes sólo vio montañas 
y desiertos, y habla de un país terriblemente tórrido. El otro, por el contrario, 

11X No podemos desarrollar aqui esre tema. que se centra en dos cuestiones: (i) si los derechos 
de la persona humana necesito ser fundamentados; (li) si esa fundamentación ha de buscarse en 
la dlgnldad humana. Sobre el punro (i) es conocida la tesis de Bobbio que niega la necesidad de 
fundamentar los derechos. en su escrim “Sobre el fundamento de los derechos del hombre” (hay 
traducuón espafiola en El pmblenrri de /u pxrra y los vías de la paz. Barcelona. 1982). Vid las 
ceneras críticas que le dirige Gregorio ROBI.F^S en Los derechos fundumentales y la Jtiricu de la 
wcrrdod ucruol, Civiras, Madrid 1992. pp. 1 I SS Respecto al punto (ii) puede encontrarse una 
síntesis en M~WIVI. C y SEKPIA P (Ed.), Ei derecho (I 1~1 Veda. Eunsa. Pamplona. 1998, pp. 34-54, 
63-64 ss También SOTO KI.OSS, E., “La dignidad de la persona, fundamento de los derechos humanos. 
Antecedentes ~etero~estatnent~nos<‘. en Re\,istU. Chilena de Derecho. N” 41-42, 1987: G~RcIA- 
HUIHIBKO C.. J.. “El hombre y su dignidad”, en Revista de Derecho Público No 50, 1991, pp. Il 
ss. Para una vinculación entre honra y dignidad vid. MORFNO VAI.ENCIA, F.. op. cir., pp. 7.14. 

“ll Para esta metáfora nos hemos basado en una obra de Julio Veme. 
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describe con entusiasmo la profusión de ríos, valles y mares en un país que le 
pareció colmado de recursos naturales. El problema, al parecer insoluble. radica 
fundamentalmente en una diversidad de perspectivas: ambos recorrieron las mis- 
mas tierras, pero las observaron desde posiciones completamente distintas; el 
uno iba sentado al lado derecho del ferrocarril, el otro, por el contrario, al lado 
izquierdo. 

Algo parecido sucede cuando se defiende un derecho. Se presta tanta aten- 
ción en Cl que se olvida pronto el resto del paisaje jurídico. Así como muchos 
gustan de un determinado tipo de paisaje y sólo centran su visión en él, así 
tamhién muchos enfocan ~610 algún tipo de derechos, acostumbrados a viajar 
siempre a la vista de una sola perspectiva. De ahí que las relaciones entre IOS 
derechos preferidos y los preteridos sea la de un necesario conflicto de IOS 
primeros contra los segundos y no de un armónico ajustamiento entre elementos 
necesariamente correlacionados, y que necesitan ser considerados previamente 
en similares condiciones de visión. 

Si aplicamos estas premisas al modelo de conflicto entre el derecho a la 
honra por un lado y la libertad de expresión, por otro, veremos que muchos 
aspectos conflictuales no son más que fuegos de artificio de nuestra bella falta 
de visión panorámica. Lo que decíamos sobre la ausencia de referencia al “esta- 
do pacífico” del derecho al honor cobra aquí todo su sentido. 

El fondo de la poca consideraci6n que se tiene con respecto al honor reside 
en que normalmente se acepta que su fundamento es movedizo, pues se lo 
considera transido de creencias y prejuicios sociales’3’. La razón de este tipo de 
afirmaciones proviene, a mi juicio, de la falta de atención en torno a entidad real 
del honor como bien jurídico cargado de objetividad y de las consecuencias 
5ocialc5 de su no reconocimiento adecuado. 

A) El derecho al honor como elemento de la libertad de expresión 

Fundado en elementos objetivos, el honor se vuelve un concepto razonable, 
haciéndose mucho más comprensible. En su plano último, como lo hemos dicho, 
manifiesta lo mismo que la libertad de expresión: la dignidad humana, Y en su 
expresión jurídica inmediata no hace más que revelar la intangibilidad de la 
persona en las relaciones sociales. 

Este último aspecto es fundamental para comprender bien la naturaleza del 
honor. Sin embargo, es algo muchas veces ausente en los trabajos y considera- 
ciones jurisdtccionales que se dedican al tema, Profundicemos su sentido. 

La libertad de expresión, en un sentido amplio, comprende tanto la libertad 
de opinión (que junto a la libertad de conciencia es la base de la libertad ideoló- 
gica) como la libertad de información, La primera ha sido definida por nuestros 
tribunales como “el juicio pronunciado sobre un asunto determinado, respecto 
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del cual se tiene un conocimiento entre la ciencia y la ignorancia”. La libertad de 
información, por su parte, es descrita como el caudal de diversos conocimientos 
que irlclqerr tmto la narración objetiva de los hechos, como las imágenes, 
descripciones. signos. símbolos y comentarios subjetivos”‘32. 

El ser humano, sin embargo, no ~610 se expresa a traves de signos lingüís- 
ticos, sean orales o escritos. También lo hace a través de actos que 61 mismo y 
los que lo rodean califican de buenos o malos, valiosos o disvaliosos, beneméri- 
tos o nocivos. Esos actos son tan suyos como sus palabras, y por medio de ellos 
el hombre va esculpiendo su propia imagen moral ante los demás, del mismo 
modo que a través de sus expresiones lingüísticas va formulando explícitamente 
sus opiniones. Si la opinión es protegida por la libertad de expresión, la imagen 
moral queda cubierta por la honra. Hay, como se ve, un parentesco íntimo entre 
la libertad de expresión y la honra. Una permite expresar nuestras ideas, consti- 
tuyendo una de las columnas del pluralismo democrático. Otra permite expresar 
nuestra fisonomía conductual. convirtiéndose en una de las bases de la conviven- 
cia democrática, que no es más que el ambiente oxigenado que permite el plura- 
lismo de opiniones. 

La afirmación anterior debe vincularse con otra. El hombre no se presenta 
en sociedad sólo con su imagen física, con sus opiniones o su patrimonio. Tam- 
bién lo hace, e indefectiblemente, con su imagen moral, diseño de sí mismo. No 
nos presentamos vacíos ante los demás. ni como meras maquinas de fabricar 
opiniones. Hay diferencias entre una hermana de la caridad y un defraudador de 
los bienes de los más pobres. Se nos conoce y nos conocemos por lo que hace- 
mos y somos capaces de hacer en nuestras disposiciones más hondas.Y esto es 
tan obvio y tan actual, que en razón de lo primero se olvida y por causa de lo 
segundo se lo da por supuesto. 

Si se piensa bien, esta imagen moral que la persona proyecta a partir de sus 
actos tiene una importancia enorme, pues es una de las bases fundamentales 
tanto de la amistad como del amor, del intercambio comercial como de la carrera 
funcionaria o profesional. Insertemos este principio en la sociedad mercantili- 
zada de los días que corren y veremos cómo en su centro el honor se hace 
palpable: (i) en la necesidad imperiosa que hoy existe de conocer -a falta de 
otros datos más personales- los distintos antecedentes comerciales cada vez que 
se cierra un contrato: (ii) en el buen nombre y reputación que todo agente de la 
actividad comercial o industrial necesita normalmente para alcanzar sus finalida- 
des económicas. 

En síntesis, el honor es una de las modalidades quizás la más fuerte- de la 
libertad de expresión, pues como vemos no es ~610 con palabras que el hombre 
se expresa, sino también con los actos que le imprimen un sello a su vida y a sus 
relaciones. Y la libertad de expresión es, a su vez, una manifestación especilica- 
da del honor, porque no existe auténtica opinión si la persona que la vierte no 
puede identificarse como persona, con sus propias peculiaridades. 

Lo anterior deja al descubierto la artificialidad de la formulación liber- 
tad-honor como un conflicto en que la primera ha de avanzar frente a una zona 
prohibida que ha de disminuir. Tanto el derecho que denominamos “honor” 
como el que llamamos “libertad de expresión” no son sino facetas protectivas de 

liz Cfr C S., Rol 21.053 de 1993. RFM. N” 415, junio, 1993, p. 347. 
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un mismo bien jurídico que conceptualmente puede formularse en términos más 
extensivos: la expresión libre de la personalidad del hombre133. Y su inviola- 
bilidad alcanza del mismo modo a la posibilidad de emitir libremente opiniones 
como a la de conformar libremente la propia imagen moral. 

Frente a esta conclusión, hay una curiosa inconsecuencia de parte de algunos 
autores que pleitean por la libertad de expresión “absoluta”. Defienden irt genere 
la libertad del hombre, recalcando especialmente aquella que los antiguos deno- 
minaban libertad de coacción, y que desde un punto de vista antropológico y 
ético es la menos fundamental. Pero su defensa abarca ~610 las opiniones, pues 
hacen cesar este tipo de libertad cuando estamos en presencia de lo que hemos 
llamado imagen moral. Es indudable que la naturaleza mucho menos tangible 
y exacta de esta última coadyuva a sustentar tal exclusión. Pero por detrás de esa 
exclusión se puede vislumbrar un cierto materialismo que a modo de pertre- 
cho ético se difumina como mentalidad y no como doctrina. El impulso hedo- 
nista -que es una de las repercusiones Cticas del materialismo- de poseer todo el 
objeto deliberado aquí, ahora, y para siempre se hace presente en la deliberación 
jurídica por un deseo poco confesado de gozar aquí, ahora y para siempre de ese 
espacio de libertad que se nos presenta con una tangibilidad instantánea. Ello 
explica por qué a partir de este tipo de libertades se opera con prescindencia 
absoluta de cualquier otra consideración o bien jurídico. 

Finalmente, se puede decir, delante de lo expuesto, que quien hiciese una 
defensa prudencial tanto de la libertad de expresión como de la honra promove- 
ría un sentido de la libertad bastante más ilimitado que el propuesto por estos 
autores, al no restringirla previamente al solo concurso de las opiniones. 

B) El honor ~8 el primipio aristocrático en las relaciones jurídicas 

La consideración del honor como una de las tantas expresiones del principio 
aristocrático en el mundo del derecho, abre todo un horizonte de reflexión que 
nos revela de una forma bastante sugerente la importancia de este bien jurídico, 

Para comprender adecuadamente este principiotT4. es preciso exponerlo en 
SU genuino sentido. Ello exige tomar distancia de los usos tan demagógicamente 
negativos con que este término es frecuentemente manipulado cuando se trata de 
denostar toda situación que, real o aparentemente, atenta contra el principio de 
igualdad. La utilización malévola de esta palabra crea artificialmente un espe- 
jismo emocional que obnubila la visión de las profundas correspondencias que 
existen entre el princtpio aristocrático y el principio de igualdad jurídica. No es 

“’ Hay en este aspecto una diferencia esanal entre el honor y al mtimldad en cuanto 
derechos de la persanahdad. por lo que no deben confundirse. El honor esti en contacto directo 
con Ia participación del individuo en la comumdad y en 18 Intimidad. por el contrario. lo que se 
pretende es. en último térmmo. garantizar un bmblto de no inrerwnción activa en la vida social, 
bien a traves de asegurar la falta de información, bien mediante el control sobre dlcha información. 
Vid esta drferencia en LI’IWJ DIAZ. vi> cir, pp. 120 SS 

“l El p~‘inaplo aristocrático es una manifestación societaria del principio metafísico de la 
gradnaón de los seres. seiialado por Santo Tomás en S. Th. 1, q.47, a.2; 1, q.50. ~3.4; 1, q.96. a.3 e 4; 

y S G II, 45: y por San Buenaventura en Brevrloyurrrm, p 2, c.12, entre Otros. Para una síntesis 
del principio aristocrático en la teología, filosofía y sociología cristiana, vtd. HERRERA ORIA, A.. 
Ve&rn Vifue La Pulubm de Crrsto, BAC, Madrid. 1951, pp. 720.724. Un estudio reciente en 
PtKNOT, C.. Lfr Pol~recw rf su ~duiosoph~e. PUF, Paris, 1996, y BUSHMAN, R., The Rejinernrnl of 
AIIIP~I~O. Knopf. New York, 1992. 
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extraño encontrar en la exposición que algunos autores hacen del principio de 
igualdad una confusa asimilación entre la igualdad jurídica y la nivelación cuan- 
titativa de los vínculos socialest3s. 136. 

Enfoquemos el principio aristocrático fuera de estas temáticas. El expre- 
sa la tendencia de toda persona, grupo o sociedad hacia lo más acabado, lo 
más perfecto, lo más pulcro en el hacer y en el obrar. Es una tendencia que está 
presente en todo ser que manifieste algún sentido de elasticidad accidental en el 
orden cualitativo. En el hombre se hace presente cada vez que hay un grado de 
destaque o de ‘*mejor hacer” en cualquier ámbito de su actividad, desde el obrero 
no calificado que en lo suyo es el mejor, hasta el académico o el profesional que 
tras largo esfuerzo logra actualizar sus potencialidades en un grado eximio. Este 
principio es el crisol psicológico de una serie de sentimientos y virtudes que en 
algunas ocasiones irrumpen modalmente en el campo de los justo, como por 
ejemplo, la admiración, la fidelidad. o aquella forma especial de amor que se 
manifiesta en la veneración 0 acatamiento. 

El principio aristocrático es, de igual modo, el ámbito de precomprensión de 
los modelos o arquetipos sociales13’, que expresan la diversidad de tipos huma- 
nos que existen en una sociedad determinada. A través de ellos, los individuos 
dejan de ser anónimos sociales, sintiéndose identificados a travks de una popula- 
ridad que no se puede medir a través del recuento de votos, pero que no por ello 
es menos representativa de lo que hay de más característico y definitorio en 
cada modo de ser o en cada género de actividad. Al expresar no tanto su origen 
cuanto su “hacerse”, los modelos indican lo que hay de más propio en cada 
faceta humana, sea que estemos hablando de un futbolista, de un Presidente de la 
República, de un magistrado o de una clase política. 

El principio que estamos comentando es especialmente adecuado para 
manifestar el “valor” de lo humano en cuanto tal, sus excelencias y sus aspectos 
intangibles. sea a nivel de su ser sustancial o de sus operaciones. En el primer 
aspecto, lo humano es expresado a través de la noción de persona, que acentúa 
antropológicamente los atributos espirituales que especifican al hombre. En el 
segundo aspecto, que no por ser accidental deja de tener enorme importancia, lo 
humano se configura a través del mejor sentido de nuestros actos, que se expresa 
en la noción de virtud. Esta acentúa el índice de perfección moral y de acaba- 
miento humano en el orden de los fines. 

Este “valor” de lo humano tiene obviamente una dimensión relaciona1 de 
carácter social, que en su horizonte jurídico se expresa en ciertas exigencias de 

Il5 Esta parece ser. por ejemplo, la posición de autores como A. CASAMIGI IA, y de F. 
Lwuu4 Sobre el prmwo, vid Sobre ei prrnci~no de ,puuldod, en “El fundamento de los derechos 
humanos”, edltado por Gregoria Peces-Barba. Debate. Madrid. 1989, p. 99; sobre el segundo vid. 
El pr”!c rpo de r~ucrldod~ inrr-oducrrrirr LI su análisrs. en “Sistema”, N’ 67, 1985. p. 4. Para una 
levlsión de estas posruns (“~gualirnr~ns”) en su relación con las exigenaas de la virtud de la 
justicm. vid H~.KvAII~\. “,>. <II, pp. 38. 39. 47 y 48. 

‘W Un ejemplo recxntr de ~nterpretoción “igualltarla” del principio de igualdad se encuentra 
en In< rx~gencus dr “discriminnc,ón posirivns” que algunos legisladores creen ver en la Igualdad 
de oportunidades gannrindn en el art. 1’ de la Constitución de 1980 Para una crítica de la 
disco-imanación positiva desde el &ngulo constitucional. vid Vivanco. Angela. Dk rrnrinwrón 
,~<‘.rrrr~ ci i tirr<r ,<mro c o,,<,,,uI ~o,,r,l de nse,yu,nr lo rgurildud de oporrunrdudes:‘. Lo Segundo, 3 de 
ngosro de 1998. p I 1. 

“’ La filosofía bona>entunana es la que estudió con mayor detención el valor gnoseológico y 
metafísico del símbolo. lo que mucho se relaciona con este aspecto del principio mistoctitico. Vid. 
PIAU& L., Medrrrírone ,si,nboli<~a 0, San Bonuwnrur<l, Fdizioni LIEF. Vicenza, 1978. 
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inviolabilidad. Estas exigencias son manifestadas sucesivamente en el Dere- 
cho a través de la “dignidad humana” y del “honor”. La primera dice relación 
con la protección de la persona en cuanto tal, el segundo se vincula al amparo 
del acervo moral que sigue a cada persona, o si se quiere, en un lenguaje más 
clásico, con la virtud en el sentido omnicomprensivo del término. Y la virtud 
tiene un significado aristocrático en el honor, en cuanto este se basa en una 
cierta cualificación de la persona que se va explicitando a los demás a travCs del 
tiempo. A propósito de tal cualificación, Ortega y Gasset hablaba de la “elegan- 
cia” de la virtud, como uno de los signos distintivos con respecto al vicio, cuyo 
disvalor moral también puede significarse en términos de vulgaridad. NO ha-de 
pensarse que esto tiene una relevancia meramente individual. El principio de 
admiración y de servicio al otro, condiciones de la solidaridad social, en una 
medida ponderable trazan sus líneas de desarrollo a partir del vértice preparado 
por esta cualiticación explicitada. 

Es importante hacer aquí una breve referencia a la relación que existe entre 
el principio aristocrático, en cuanto fundamento del honor, y el principio de 
igualdad jurídica. pues en apariencia se presehtan en un sentido confrontacional. 
En verdad, si se entiende la igualdad desde ciertas premisas ilustradas que parten 
de una risión filosófica del hombre como ente asocial, absolutamente libre, 
independiente y autónomo’i8. desconectado de sus vínculos reales y concretos 
con los otros, es bastante complejo encontrar algún tipo de relación positiva 
entre ambos términos. 

Pero lo cierto es que la igualdad del ser humano de carne y hueso es una 
igualdad matizada de variedades y distinciones, en un status ontológico donde la 
libertad es participada a modo creatural y limitado. La virtud y el vicio marcan 
diferencias y también igualdades, y el honor es el huesped jurídico de todas 
ellas. 

Con un sentido de igualdad, el honor protege a todos, pues tanto el delin- 
cuente como el santo o el poeta son hombres y a tal título son valiosos. Con un 
sentido de cualificación diferencial, ampara lo que de mejor tiene cada hombre, 
jerarquizando esas diferencias en un sentido armónico y gradual, pues si bien 
una hermana de la caridad y un defraudador de los bienes de los más pobres son 
seres humanos, lo son en modalidades dispositivas y operacionales distintas. y 
así lo percibe la sociedad y así también lo aprecia. Por ello, se puede decir que 
con respecto al derecho al honor, la igualdad del principio aristocrático consiste, 
en una primera aproximación, en permitir básicamente que cada persona se 
proyecte en sociedad de acuerdo alo que es y ha hecho. 

Como consecuencia de lo anterior, y siempre desde la perspectiva del prin- 
cipio que estamos analizando, tampoco pueden verse antipatías combatientes 
entre el honor y la libertad. Si vinculamos la libertad de la condición hu- 
mana a un referente de bien objetivo a realizar, el honor no será sino el depósito 
-no el museo- donde la imagen moral que el hombre libremente se ha forjado 
va siendo custodiada. Y como se vio más arriba, el honor es, en este sentido, 
un elemento indispensable para el ejercicio de una libertad de expresión in- 
tegral. 



168 REVISTA CHILENA DE DERECHO [Val. 26 

C) La doctrirla del corflicfn 

El llamado “conflicto” entre derechos cobra especial interés en la tutela que 
la jurisdicción constitucional ha de prestar a los derechos fundamentales. El 
fenómeno que denominamos “conflicto” implica para el tribunal una difícil de- 
cisión, pues se le presentan dos o más derechos en una situación contradictoria: 
todos están igualmente protegidos por la Constitución Política, pero no se les 
puede reconocer al mismo tiempo porque unos colisionan con otros. De ahí que 
el tribunal se vea en la necesidad de determinar qué derecho tendrá el privilegio 
de ser más “fundamental” que otros, a fin de otorgarle la primacfa y su protec- 
ción. El resto de los derechos quedará sin judicializarse, suspendidos en el vacío 
jurídico. 

Tomada la decisión, queda aún en la boca del juez que pronunció la senten- 
cia un sabor amargo. Por una razón simple, pero olvidada. La intención del 
constituyente es exigir la efectividad total del régimen garantístico, lo que no 
se cumple posponiendo un derecho a fin de amparar otro. Además, desde una 
perspectiva técnico conceptual, es absurdo sostener que un derecho mantenga su 
status de tal. y no pueda, sin embargo, ser amparado jurisdiccionalmente porque 
por una circunstancia ajena a su entidad jurídica ha de ser preterido por otro 
derecho. 

Sin duda que lo que se quiere representar con este modelo refleja una reali- 
dad bastante compleja. que, por cierto, la idea de conflicto o colisión capta ~610 
de un modo parcial. Fernández Concha lo dilucida bien, aunque enfocándolo 
desde la perspectiva de los derechos subjetivos. 

Este autor define el conflicto como una “coincidencia de derechos, cuyo 
simultáneo ejercicio es imposible “139 Ello puede suceder, en general, en dos 
casos: 

a) cuando las facultades jurídicas de distintos titulares recaen sobre una misma 
materia, sin que esta pueda satisfacerlas al mismo tiempo, v.gr., la apropia- 
ción de lo ajeno en caso de extrema necesidad; 

h) cuando una intromisión ilegítima afecta un bien jurídico determinado, y este 
n« puede mantenerse o reintegrarse sin la pérdida o menoscabo de los dere- 
chos del ofensor, como por ejemplo, la legítima defensa que afecta la vida 
del agresor para conservar la propia vidat40. 

En estos casos se toma la idea de “conflicto” o “colisión” a partir de nuestra 
observación del mundo sensible, sin notar que su aplicaci6n propia al ámbito de 
las relaciones jurídicas conduce a un equívoco. Si cuando hablamos de derechos 
nos estuviéramos refiriendo a la mera capacidad ffsica de dominio o al poder 
material de realizar determinadas acciones, tendría sentido hablar de “choque” 
entre dos facultades o fuerzas opuestas, puesto que ocurriría algo parecido a lo 
que sucede en el boxeo o en la colisión vehicular: fruto de la impenetrabilidad de 
la materia, cuando dos entes de tal naturaleza se encuentran en un sentido opues- 
to, el de mayor fuerza o volumen se sobrepone necesariamente al otro. Pero esto 
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no sucede en el ámbito jurídico, el que es especificado por relaciones de orden 
racional y moral’4’. 

El punto medular por donde se debe criticar el modelo de los conflictos es 
que desatiende un dato antropológico-jurídico esencial: la unidad de la persona 
humana. Muchos juristas en nuestro país sienten este problema, y precisamente a 
propósito de las relaciones entre el derecho al honor y la libertad de expresión, 
casi unánimemente han constatado su insuficiencia’42. 

Esta insuficiencia se perfila con claridad si se tiene en cuenta, como hemos 
dicho, que el sentido proteccional de todos los derechos fundamentales no es 
más que proteger al hombre. Si constitucionalmente se reconoce un conjunto de 
derechos o bienes jurídicos que son inherentes al ser humano, que emanan de su 
naturaleza’43, es por la necesidad de comprender y ajustar socialmente lo que 
en él está fundado en una misma e indivisible unidad. Cuando defendemos 
una vida, una integridad corporal, un honor violado o una libertad de expresión 
amordazada, es a la misma persona humana a la que se la está defendiendo a 
travCs de todos esos bienes que son suyos. La persona se manifiesta en su 
calidad de tal mediante todos ellos. El modelo “conflictual” conduce inevitable- 
mente a considerar los derechos fundamentales como si estuviesen fundados 
en “trozos” o “pedazos” de persona, cada uno de los cuales se une o pugna con 
otros según los distintos intereses que se tenga. En este sentido la metáfora del 
ferrocarril que expusimos arriba tiene acá su más perfecta aplicación. 

Cuando se habla en el lenguaje abstracto de los derechos subjetivos -“todo 
hornhre tiene derecho al honor o a la libertad de expresión”- las relaciones 
disonantes entre dos derechos se presentan como verdaderas aporías jurídicas, 
por lo que no queda otra posibilidad que seguir el modelo “conflictual” para 
intentar resolverlas a un nivel genérico. Sin embargo, es necesario reconocer que 
a la labor jurisdiccional de poco le sirven estos constructos de la ciencia jurídica; 
cuando debe decidir entre dos bienes jurídicos diversos que en concreto se le 
presentan con las mismas exigencias de inviolabilidad, la noción del conflicto 
no hace más que acentuar la complejidad de la decisión. Si se la toma como 
instrumento conceptual para arribar a algún tipo de solución armónica, el 
juez, en una situación parecida a la de una camisa de fuerza, se verá obligado a 
adoptar decisiones disyuntivas, 

De ahí que tribunales constitucionales como el alemán o el español hayan 
abandonado la consideración conflictual de los derechos fundamentales, reco- 
nociendo la necesidad de otorgar un amparo diversificado a todos los derechos 
en disputa. A este respecto, es de elaboración del tribunal constitucional alemán 
el principio de la ponderación (abwägungsprinzip) de bienes jurídicos y la doc- 
trina de la interacción IWechse(winkl<ng/esbrel. Estas ideas suponen que el juez 
ha de efectuar una valoración prudencial de los derechos en juego atendiendo a 
las circunstancias del caso concreto, con el objeto de determinar si el ejercicio 
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de un derecho o libertad está constitucionalmente legitimado. Asimismo, se exi- 
ge que siempre quede a salvo el contenido esencial de los derechos fundamen- 
talesi4. En los últimos años, los tribunales españoles han adoptado aquel mo- 
delo jurisdiccional, entendiéndose. por parte del Tribunal Constitucional, que si 
en materia de derechos fundamentales no se justifica la sentencia en base a la 
ponderación de los bienes jurídicos concurrentes, ella es susceptible de ser recu- 
rrida de amparo’4s. 

Un ejemplo característico de ello lo encontramos en sentencias del Tribunal 
Constitucional español que declaran que, en concreto, la preferencia entre el 
honor y la libertad de expresión no es una cuesti6n que venga establecida legal- 
mente sino que corresponde a la jurisprudencia examinar en cada caso cuando ha 
de predominar uno y otra, en atención a su ejercicio legítimo’46. 

El modelo conflictual también plantea problemas cuando se le inserta en la 
teoría de la justicia, cuya relevancia para la justificaci6n de la decisión jurídica 
es hoy continuamente resaltada por autores de las más diversas corrientes ética 
jurídicas. Enfoquemos brevemente este aspecto desde la visión clásica de aque- 
lla virtudi4’. El concepto de derecho como “lo suyo”, de ese bien que se posee a 
cualquier título justificativo, de ese algo que ya está atribuido a tal o cual hom- 
bre y que el imperio normativo de la justicia manda respetar, hace imposible su 
no consideración por parte de quien tiene el oficio de ejercer la jurisdicción. 
Si se ha de determinar lo que es de cada cual, no existe la posibilidad de preferir 
un derecho a otro, porque no hay cosas -bienes jurídicos, objetos de derechos 
subjetivos, etc.- que sean más suyos que otros; en cuanto un derecho es de 
alguien, ahí está la justicia para reconocerlo’48. 

De ahí que el juicio jurisdiccional en torno a los derechos fundamentales sea 
más que una decisión, una detertninación, pues no se trata de elegir entre bienes 
jurídicos disyuntivos, sino de ajustarlos, de armonizarlos en una relación jurídi- 
ca en donde cada término exige amparo, al menos en su constitución esencial. 
Supone un proceso complejo destinado a reconocer la dimensión de alteridad de 
un bien personal concreto en relación situacional con otro bien de similar o 
diversa especie. 

Lo anterior, sitúa bien el papel que cumple la jurisdicción dentro de un 
orden constituciona1149. Están lejanos ya los tiempos de la ilusión norrnativista y 

Iu Para una visión más amplia de la actual doctrina alemana en este ambito, vid. GAVARA DF. 
CARA J.. Derechos firndurizrrmles y desarrollo legirlotwn. La garuntía del contenid<> esencial de 
loc der-edtm furrdornenrnles en Irr Lay Fundmnenml de Bonn. Centro de Estudios Constitucionales, 

Madrid. 1994 
“’ Cfr. Ltirki! DIA/, o,>, c ,f.. p. 158. 

IJo STC. 2 I de marzo de 1994. En algunos aspectos. este modelo conserva, sin embargo, una 
tendencia aún no depurada de “ahstractivismo” al considerar en los antecedenres justificadores de 

sus decisiones la configuración “limitati\r,” de los derechos. Para una critica a esta concepaón, 
i’rd. S~KUA BknWl>hr. P.. “Derechos fundamentales: el mito de los conflictos. Reflexiones 
teáncas a partir de un supuesto jurisprudencia1 sobre intimidad e información”, en “Humana Iura”, 
Pamplonn. N” 4, 1994, pp. 197s~. 

‘4i Sobre la nocibn de justicia y sus diversas aspectos, wd. Santo Tomás, S. Th., 2-2, q.57.79. 
‘->8 Para el sentido del término derecho como Ia “cosa justa”, Gd. Snnto Tomds, S.Th., 2-2. q 

57. 3.1. Un clásico desarrollo de esta noción de derecho se puede encontrar, entre otros, en 
HFXVAI>A. op. cir., pp. 41~s.. a quien hemos seguido en la exposición de esta idea. 

‘4y Sobre la misión y el rol del Poder Judicial en el desenvolvimiento de la constitución 
histórica de Chile. y del Estado de Derecho. vrd. BRAVO LIRA, B., El Esrufo de Derecho en la 
HLW~U de Chrle. Ediciones Universidad Católica de Chile, Santiago. 1996, pp. 32-35, 123.169. 
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de sus ritos de aplicación silogística que recuerdan con lejanos ecos las prédicas 
de Montesquieu acerca de la misión del juez. La cuestión de la novedad de cada 
hecho jurídico y su imposibilidad de ser definido a priori, muestran bien hasta 
qué punto es ficticio fijar padrones cerrados y típicos para limitar en abstracto 
el ámbito de extensión de los derechos. Y si bien se pueden formular con una 
funci6n orientadora ciertos principios acerca de la subordinación de las relacio- 
nes iurídicas’sO, la indeterminación normativa y jurisprudencia1 de los derechos 
fundamentales exige atender a la realidad, mirar la consistencia concreta de los 
bienes jurídicos que están en juego en cada caso, y alejarse de la tentación de 
buscar una predeterminada solución conclusiva en las manos de quienes crean 
las leyes -no todas son buenas, y son siempre genéricas- o de quienes constru- 
yen teorizaciones, muchas veces de espalda a las reales exigencias jurídicas. 

Abandonarse a esta tentación conduce, en el fondo, a una concepción in- 
humana del oficio jurisprudencial, al cercenarse la dimensión veritativa de la 
razonabilidad práctica que le compete al juez. Se infravalora lo que de evalua- 
ción de la realidad tiene la decisión judicial”‘, quedando en la penumbra el 
complejo esfuerzo de a,justamiento de derechos que de ella deriva, en la medida 
en que esto ~610 puede darse en lo singular, a través de un juicio resolutivo que 
es resultado de un trabajo prrrdente y justo. es decir, humano. 

En definitiva. si consideramos lo que queda dicho del honor, de sus pre- 
supuestos, contenidos y características, así como de los límites y condiciona- 

mientos del modelo “conflictual” de decisión jurídica, se ve la necesidad de 
contar con una formulación más explícita de los principios que están en juego en 
la determinación de este derecho. Es importante, en este sentido, expresar de un 
modo más claro la argumentación que justifica su protección, recordando que la 
referencia más profunda a un derecho fundamental ha de encontrarse en la mira- 
da a la realidad, llena de exigencias jurídicas, y no en el apego a declaraciones 
normativas abstractas. 


